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SITUACIÓN CARCELARIA 


Versión taquigráfica de la reunión realizada 
el día 10 de julio de 2003 


(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Alberto Scavarelli. 
MIEMBROS: Señores Representantes Guillermo Chifflet y Edgar Bellomo. 


DELEGADA 
DE SECTOR: Señora Representante Margarita Percovich. 


ASISTE: Señor Representante Daniel Díaz Maynard. 


INVITADOS: Representantes de SERPAJ, Colegio de Abogados; SCJ; CNR; MSP; Dirección de 
Cárceles; INACRI; Patronato de Encarcelados y Liberados y Fundación KOLPING. 


SEÑOR PRESIDENTE (Scavarelli).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


(Es la hora 10 y 15) 


Damos la bienvenida al doctor Guillermo Payssé de SERPAJ, al doctor Eduardo Balduini del Colegio de 
Abogados, al doctor Eduardo Lenzi y al maestro Juan Carlos Díaz Serra del Centro Nacional de 
Rehabilitación, a las doctoras Graciela Levaggi y Margarita Serra del Ministerio de Salud Pública, a la señora 
Cristina Gil del Patronato de Encarcelados y Liberados, a la doctora María Angélica Sehabiaga de la 
Suprema Corte de Justicia, al doctor Pablo Álvarez de Kolping, al Director Nacional de Cárceles, Inspector 
Principal (R) Enrique Navas y al Inspector Caballero, por el Ministerio del Interior, y a la Psicóloga 
Margarita O'Neill del INACRI. 


Queremos dejar constancia en la versión taquigráfica que a partir de hoy contaremos con la invalorable ayuda 
de la asistente social Cristina Piuma quien se desempeñará en Secretaría junto a la socióloga Susana 
Carballal. 


También debemos aclarar que el Inspector General retirado, señor Suárez Segovia no se encuentra presente 
debido al fallecimiento de su madre. 


Estamos funcionando en un régimen parecido, pero no igual porque a raíz de temas internos del Parlamento, 
la Comisión de Derechos Humanos ha acordado por unanimidad que las reuniones de este Grupo -al que nos 
vamos a referir después y del que todos estamos tan orgullosos- comiencen a realizarse en forma integrada 


con esta Comisión. Hoy, formalmente, desde el punto de vista institucional -aunque en los hechos no haya 
una modificación de formato- estamos funcionando como una Comisión central y permanente del 
Parlamento, como la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes, contando con la 
presencia de lo que se ha dado en denominar el Grupo Tripartito y que, felizmente, ya es más que tripartito, 
es multipartito, lo que era un objetivo más que deseado. Eso nos asegura una serie de factores en lo que tiene 
que ver con la formalidad institucional que a veces puede parecer un detalle, pero que es mucho más que eso 
pues nos garantiza una plena inserción en el organigrama y en el funcionamiento parlamentario. 


Por otra parte, de más está decir la significación que tiene el Grupo Tripartito en el ambiente parlamentario 
que, según una expresión muy manida, es como una caja de resonancia. 


Todos sabemos que este grupo nació sobre la crisis y en la emergencia a iniciativa de nuestro querido amigo 

el doctor Guillot, pero luego fue evolucionando de un modo poco frecuente en el país, desde la emergencia a 
la prevención del problema. Entonces, nos parece que esa filosofía está claramente comprendida en lo que es 
el esquema de la Comisión de Derechos Humanos y su razón de ser. 


Es por ello que damos esta "rebienvenida" -que tiene algo de una formalidad que no quiere tener-, que no 
podíamos dejar de comunicar en nombre de la Comisión de Derechos Humanos y de la Cámara de 
Representantes. 


Por otra parte, esto nos va a llevar a que fijemos un régimen de sesiones normal y otro de excepcionalidad; 
esperamos no tener que recurrir a este segundo ya que es nuestra esperanza que todo vaya por los cauces 
normales. 


A nivel de la Comisión de Derechos Humanos ya estamos agendando para comunicarles con la anticipación 
debida, firme, segura, consolidada e institucionalizada, una reunión al mes en forma permanente, sin 
perjuicio de que a juicio de cualquiera de las personas que están aquí trabajando entiendan que hay necesidad 
de reuniones más periódicas en función de determinadas circunstancias o de situaciones excepcionales. 
Desde ya que esto no cambia la posibilidad de las interconsultas ni la de la Comisión de Derechos Humanos 
en cuanto a la convocatoria individual de algunos de los órganos componentes; ese es otro tema que tenemos 
la obligación reglamentaria de dejar en claro también. El hecho de la existencia del Grupo Tripartito no 
quiere decir que la Comisión de Derechos Humanos en determinadas circunstancias, a pedido del órgano o 
como resultancia de circunstancias particulares, no tenga convocatorias específicas con algunos de los 
campos de la actividad que tienen que ver con lo que aquí está representado. 


Formalmente les queríamos dar esa noticia que para nosotros es buena. Para los que estamos en este ámbito, 
el hecho de lograr esta forma institucional, que dé la permanencia, la persistencia y la estructura desde la 
perspectiva de una integración en régimen de invitación a la Comisión de Derechos Humanos no es poca 
cosa. 


Hemos estado bastante cerca, siguiendo el trabajo que se ha hecho. El señor Diputado Bellomo, nuestro 
amigo, ha hecho un esfuerzo realmente importante. Este año que nos ha tocado la responsabilidad de la 
Presidencia de la Comisión, le pedimos que estuviera muy cerca de este tema porque venía trabajando en él y 
haciéndolo muy bien. También corresponde destacar la presencia del señor Diputado Chifflet, quien ha estado 
siempre muy cerca del tema carcelario, más que muchos de nosotros, no solo por una cuestión etaria sino por 
una razón de experiencia y dedicación a temas sociales, lo que para nosotros es una garantía. 


Les quería decir estas palabras introductorias para luego volver al formato de trabajo que ustedes ya han dado 
a estas reuniones, porque nos ha resultado muy práctico, efectivo y, sobre todo, muy eficiente pues se ha 
demostrado que las cosas, solo ventilándose, se resuelven y que no es desde el ocultamiento, desde el disfraz 
que se puede modificar la realidad. Normalmente, los organismos ejecutivos vienen al ámbito parlamentario 
con renuencia. Uno que ha pasado por todos los mostradores sabe que cuando viene al Parlamento, rara vez 
viene para que lo feliciten. Sin embargo, en esta Comisión se ha dado un fenómeno que destacaba hace pocos 
días en un medio. Podría nombrar, por ejemplo, algo que no es habitual y que ha llamado la atención del 
Procurador Carcelario argentino que hace pocos días vino acá: la presencia vocacional y persistente del 
Director Nacional de Cárceles; un fenómeno que no es frecuente por no decir totalmente inédito en el sistema 
comparado. Tampoco es habitual que la Fiscalía de Corte llame para decir que quiere estar presente. Son 
organismos que, por lo general, se han mantenido por fuera, lo más lejos posible, envueltos en un velo si no 
de ocultamiento, por lo menos de discreción a la hora de la toma de decisiones 


También hay organismos como la Suprema Corte de Justicia que se había abierto hace mucho tiempo a este 
Parlamento, teniendo un trato permanente, lo mismo que autoridades que tienen que ver con la delicada tarea 
relacionada con la recuperación, la rehabilitación, la defensa o sea, las organizaciones sociales vinculadas a 
esto. 


Hay un solo punto que quisiera agregar antes de cerrar esta introducción y tiene que ver con la participación 
de las organizaciones no gubernamentales. Para todos nosotros -aunque hablo a título personal- resulta 
trascendente la participación de las estructuras sociales organizadas con vinculación a estos temas. 
Tendremos que ver cómo ampliar el espacio para que no haya entidades que, por no estar enteradas, no sepan 
de la existencia de este tipo de reunión. Tenemos la suerte de contar, quizás, con las más calificadas y 
especializadas en el tema; tal vez haya otras y les pedimos ayuda a fin de que también tengan una 
participación directa. 


Aunque no era necesaria, la bienvenida está dada porque es la renovación del compromiso, de la vocación y, 
sobre todo, la alegría renovada de trabajar juntos en estas cosas. 


SEÑOR BELLOMO.- A efectos de ir avanzando en esta reunión, avalando lo que ha dicho el señor 
Presidente, creo que el Grupo Tripartito viene trabajando muy bien, como ya fue señalado y no 
estamos para las autoalabanzas, aunque la autoestima es algo que jamás se debe perder. Este Grupo 
tuvo la virtud o, por lo menos, el factor distintivo de hacer tareas concretas de las que se ha encargado, 
pero también ha tenido una buena cuota de deliberación a los efectos de ir avanzando. Este es un 
Grupo que ha tratado de ayudar al trabajo parlamentario en tanto ha abordado aspectos que tienen 
que ver con posibles modificaciones de leyes o su cumplimiento, pero a la vez se ha preocupado por dar 
algunas respuestas concretas, fundamentalmente, ante la emergencia y ante lo que entendemos que 
debe ser encarado. 


Creo que entre varios temas pendientes -he señalado una lista de diez, aunque quizás sea muy ambicioso y 
hasta contraproducente querer abarcar todos- hay algunas cuestiones operativas y otras que tienen que ver 
más con el aspecto deliberativo o propositivo. 


Tal vez podríamos abordar algunas cuestiones operativas pendientes y futuras y luego entrar a otros temas 
que son más centrales y que tienen que ver, en algunos casos, con propuestas concretas que se me han hecho 
llegar, otras, que siguen pendientes en su tratamiento y, por supuesto, con inquietudes que quienes están 
presentes quieran volcar en esta Comisión. 


En cuanto a las cuestiones operativas, voy a señalar solamente los titulares a efectos de ver cómo las 
encarrilamos. Además, creo que este soporte institucional, con el que vamos a contar a partir de ahora con 
mayor frecuencia y fuerza, nos puede ayudar. 


Con respecto a los buzones, que tienen que ver con las vías de comunicación -todos recuerdan que 
establecimos un teléfono para que los reclusos o familiares se dirigieran a la Comisión-, prácticamente están 
en todos los centros dependientes de la Dirección Nacional de Cárceles y también en la Cárcel de Canelones. 
También incorporamos al Centro Nacional de Rehabilitación en esta nueva comunicación. Hasta el momento 
no tenemos atraso porque esa frecuencia mensual de apertura de buzones procurando respuestas se ha 
cumplido. Dejamos en la Mesa de la Comisión las respuestas pendientes de lo que con la señora Gil hemos 
recolectado en cárcel femenina y masculina del departamento de Canelones, en La Tablada y en el Centro 
Nacional de Rehabilitación por donde pasamos y no había correspondencia en esta primera ocasión. Eso es 
un tema pendiente y la Mesa nos dirá cómo proceder. 


También nos parece importante -sobre todo porque la próxima reunión será el mes próximo- instrumentar el 
mecanismo de cómo vamos a encarar la próxima visita para apertura de buzones y eventuales respuestas. 


Asimismo, anticipo una cuestión en forma telegráfica. Hay una propuesta que me parece importante 
colectivizar que es que la organización no gubernamental "Arado de reja" está abocada a un concurso 
literario. Ellos piensan que, a través del buzón, también podríamos ser receptores de propuestas. 


El padre Luis Jardín, sacerdote que actúa en las zonas de la Parroquia de Nuestra Señora de la Medalla 
Milagrosa, en la Villa San Isidro de Las Piedras, me adelantó algunas ideas que se vienen desarrollando. 


Otro asunto es el pasaje a los módulos del Penal de Libertad de un grupo determinado de reclusos. 


Estos son tres ejes de los diez puntos que tengo anotados. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Con relación a lo que planteaba el señor Diputado Bellomo, la apertura de 
los buzones es uno de los temas que sentimos con más preocupación por cuanto detrás de cada carta 
hay una gran expectativa. En ese sentido, el mecanismo va a seguir siendo el de recoger esas cartas 
manteniendo la seguridad institucional que brinda la Comisión de Derechos Humanos y el Parlamento. 
Hoy, felizmente, tenemos esta situación de excelente clima de encuentro de voluntades institucionales. 
Pero no hay que olvidar que esas cartas son de los reclusos, dirigidas al ámbito de la Comisión de 
Derechos Humanos y como tal debemos administrarlas desde esa responsabilidad para luego volcar a 
ustedes algunas de las preocupaciones que puedan surgir. Ellas están siendo contestadas por el equipo 
técnico bajo la supervisión de la Comisión. Por lo tanto, dicho mecanismo está dando muy buenos 
frutos. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Quería hacer una corrección. En los buzones dice Comisión Tripartita. Quiere decir 
que sería un ámbito más amplio que el de la Comisión de Derechos Humanos. Así es como nos hemos 
venido manejando: el destinatario no es la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de 
Representantes sino la Comisión Tripartita. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Eso es lo que tenemos que modificar y le explico por qué. Desde el punto de 
vista de las responsabilidades institucionales, si en el día de mañana surgiera una dificultad a partir de 
la correspondencia, no la podemos trasladar a un órgano de no existencia formal, como es la Comisión 
Tripartita, y la responsabilidad política e institucional recaería en la Comisión de Derechos Humanos. 
Entonces, el mecanismo va a ser el mismo que se siguió cuando se creó esa Comisión y se comunicó al 
Parlamento Nacional, que era la creación de un modo de correspondencia con dos variantes: telefónico 
y epistolar. El telefónico está directamente dirigido a la Secretaría de la Comisión de Derechos 
Humanos y el epistolar debe tener la misma naturaleza. 


Por lo tanto, no tenemos otro remedio que aplicar un mecanismo de ese tipo por razones netamente 
institucionales, que ustedes sabrán comprender. 


Les doy un ejemplo más. Supongamos que un recluso tiene que comunicar un hecho grave de un 
establecimiento de reclusión y se comunica con nosotros en la seguridad de que está teniendo la reserva del 
caso en lo que está planteando. Nosotros no tenemos la posibilidad jurídica ni ética de tomar una nota de ese 
tipo y volcarla a un organismo como éste donde el hecho es conocido masivamente sin la reserva solicitada, y 
hoy tenemos la suerte de que está el Inspector Navas, pero mañana puede estar otra persona ocupando ese 
cargo. 


Entiendo que no suene simpático lo que estamos diciendo, pero todos ustedes pertenecen a instituciones con 
formato institucional y los que tenemos la deformación profesional del Derecho creemos en la formalidad 
como garantía, porque cuando esta se rompe, el que pierde es el más frágil, en este caso, el recluso. 


Esto no quiere decir que la Comisión quede aislada de esa información. Lo que estoy diciendo es que el 
impacto inicial de la apertura de la carta, la lectura, el examen y la respuesta es una responsabilidad del 
Parlamento a través de su Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Representantes. Sin perjuicio de 
ello, las respuestas a las inquietudes formuladas serán procesadas a veces en el colectivo de la Comisión, 
cuando así corresponda, o por los organismos pertinentes. 


Les pido comprensión en ese sentido porque no tengo margen institucional para hacerlo de otro modo. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Entiendo la explicación desde el punto de vista formal. Quizás tendría que ir a los 
orígenes de la creación de esta Comisión que fue después del motín en el Penal de Libertad con la 
intervención de los tres Poderes del Estado. Yo no sé formalmente cuáles fueron los pasos que se 
siguieron dando después para que la Comisión sesionara aquí en el ámbito del Poder Legislativo y no 
lo hiciera, por ejemplo, en el del Poder Judicial o del Poder Ejecutivo. Eso es una cuestión de 


ignorancia porque en esa primera etapa no estuve y después la institución que represento fue invitada 
a participar. Seguramente, me falte información y por eso no puedo manejar algunos elementos. 


Respecto a los temas de fondo, adelantados por el señor Diputado Bellomo, tenemos puntos muy importantes 
a tratar como es el de la superpoblación. 


En la última reunión estuvo representada la Fiscalía de Corte y concurrió una asesora del doctor Peri Valdés. 
Sabíamos de su inquietud de aportar en este tema y lo que habría que hacer sería legislar. Lo que está 
influyendo aquí es una ley de urgente consideración que agravó determinadas penas. Entonces, habría que 
proceder a hacer los estudios pertinentes para revertir esa situación. Hemos hecho algún planteo de estudiar 
la situación de los primarios que están por el delito de hurto agravado; entiendo que allí hay un camino para 
lograr de una forma más o menos inmediata que el número de reclusos se reduzca. 


Hay problemas de todo tipo que se generan por la superpoblación; entre otros, que los presos no comen. 


Acabo de tener una experiencia; visité la prisión de Cham-Dollon en el Cantón de Ginebra. No soy tan 
ingenuo de pretender que se aplique el mismo sistema en Uruguay, pero allí ya saben la comida que van a 
tener los más de trescientos presos del 14 al 20 de julio de 2003. Se les va a pasar este formulario que tengo 
en mi poder y van a poder optar entre el plato del día, otro a base de puercos y otro que consiste en una 
comida vegetariana. No pretendo que las cosas acá sean así, pero lo que no puede ser es que los presos no 
coman. 


Otro punto importante es el problema sanitario gravísimo del Penal de Libertad; todas las pertenencias de los 
reclusos se van a meter en bolsas y serán entregadas a los familiares. Esta situación también se da en el 
COMCAR de acuerdo con lo que expresaba un médico en un noticiero, quien hablaba de epidemias de sarna 
y de forunculosis, lo que se ha visto agravado. 


Más allá de que hay problemas menores que no dejan de ser importantes -como el de los buzones, etcétera-, 
estos grandes temas en materia de respeto a los derechos humanos no pueden ser postergados por la 
Comisión y deben recibir un tratamiento inmediato. Ellos son superpoblación, alimentación y salud. 


SEÑOR CHIFFLET.- Quiero hacer dos precisiones previas. 


Quiero decir que me resultó muy satisfactorio integrar este Grupo Tripartido de Trabajo felizmente hoy 
integrado a la Comisión de Derechos Humanos por su posibilidad ejecutiva. El hecho de que aquí esté el 
Ministerio del Interior, de Salud Pública, INACRLI, organizaciones de Derechos Humanos, el Colegio de 
Abogados del Uruguay, etcétera evita la burocracia. Me refiero a la burocracia obligada, a veces. Si 
estuviéramos en la Comisión de Derechos Humanos y planteáramos un problema referido a un interno con 
problemas psicológicos, tendríamos que dirigirnos al INACRI, luego a la Dirección Nacional de Cárceles, 
etcétera. Aquí, por suerte, se facilita la solución a muchos problemas, pero se me ocurre que algunos son 
simplemente formales. Por ejemplo, ¿cómo va a hacer la Comisión de Derechos Humanos para ir, por lo 
menos y como plazo máximo, una vez por mes a los distintos módulos? Este es un problema de trámite; 
habría que organizarse para llevar adelante esa tarea y hablar con la Dirección Nacional de Cárceles, 
concurriendo como lo hemos hecho hasta ahora, quizás no demasiado regularmente para retirar la 
correspondencia; es un tema casi formal. 


Creo que los temas de fondo son justamente los que acaba de plantear el doctor Payssé que reiteradamente ha 
planteado también el Director Nacional de Cárceles aquí, y sabemos de su preocupación al respecto. ¿Cómo 
solucionarlos? Hubo una primera iniciativa que fracasó y que si la organizamos bien puede dar resultado. Era 
una suerte de campaña nacional -el señor Presidente estaba presente cuando se hizo una conferencia de 
prensa al respecto-, pero al otro día no apareció en ningún diario ni una sola línea sobre el tema. Esto se 
debió a que coincidió con otras noticias importantes como la publicación del informe de la Comisión para la 
Paz, etcétera. No voy a justificar a la prensa porque siempre hay espacio para publicar cosas que interesan a 
los Directores, y a veces hay asuntos que no se consideran noticia porque no interesan al grueso de la 
población. 


Debemos considerar los temas de salud y de alimentación. En este último, no vamos a tener más remedio que 
hacer esa campaña para obtener recursos. Creo que si la organizamos bien, quizás de otra manera a la 


prevista en primera instancia, pueda dar resultado. Personalmente, ya he hablado con un director de un 
programa de televisión muy visto, quien se puso a las órdenes para que en sucesivas ediciones de su 
programa que es al mediodía -me refiero al señor Omar Gutiérrez-, se informe sobre ciertos temas y se 
solicite fondos, etcétera. En algún caso que lo ha hecho para alguna institución ha dado particular resultado. 
Este es uno de los temas que debemos solucionar aquí y en Canelones. 


La Comisión de Derechos Humanos del Parlamento concurrió junto con algunas otras organizaciones a 
Canelones para hablar con los internos -hace de esto más de un mes; dos por lo menos-, y todavía no hemos 
dado una respuesta ni siquiera a un interno que nos dijo que era analfabeto y que necesitaba un maestro. He 
hecho gestiones y reiteradamente han prometido comunicarse conmigo autoridades de la enseñanza, pero 
todavía no tengo respuesta. Estos son temas a solucionar porque si no la Comisión pierde credibilidad. Si 
algo logró el Grupo Tripartito de Trabajo, con el apoyo de la fundación Kolping, de distintas organizaciones 
y del Director Nacional de Cárceles con su vocación por solucionar problemas, fue que algunos temas se han 
solucionado como es el de la comunicación a través de buzones. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Secretaría tiene algo para decirnos respecto de ese recluso que tenía 
necesidad de asistencia docente. 


SEÑORA SECRETARIA.- En relación a lo que manifiesta el señor Diputado Chifflet, se comunicó a la 
Secretaria de la Comisión la responsable de la Gerencia de Programas Especiales y Experimentales, 
Área Socio-Comunitaria de ANEP,comunicando que se iban a tomar las providencias para disponer de 
un maestro que asistiera en el proceso de aprendizaje al recluso de la Cárcel de Canelones. Me informó 
que se comunicaría con el Diputado Chifflet de quien recibió la solicitud. 


SEÑOR CHIFFLET.- Es una buena noticia. 


No es que pensase que no me iba a responder Primaria, pero transcurrió bastante tiempo sin obtener una 
respuesta concreta. 


Por otro lado, debo señalar que con el señor Diputado Bellomo hace algunas semanas visitamos el 
COMCAR. Uno de los internos con que hablamos nos planteó un problema que, por cierto, ha destacado 
reiteradamente el Director Nacional de Cárceles. Se trata de un recluso que está en una celda que no tiene 
ninguna cama; son siete internos. Están rotas determinadas cañerías -el piso está totalmente húmedo- y deben 
dormir sobre colchones también húmedos. Uno de los internos nos explicó que tuvo tuberculosis y que ahora 
está curado; pero considera que puede recaer fácilmente en esas condiciones. Estos son los temas urgentes. 
Yo no los voy a reiterar porque el Director Nacional de Cárceles los ha planteado con mucha claridad, con 
insistencia y sin entrar a defender lo indefendible. 


Voy a hacer una referencia a la reacción que uno tiene cuando se preocupa de un tema, insiste y trata de 
solucionarlo. Cuando aparece alguien de afuera, critica y le plantea la solución que uno conoce, tiende a 
defenderse, a decir: "No, usted no tiene información de que hemos estado haciendo tales y cuales cosas". Y 
creo que lo lógico es decir: "Sí, los problemas existen y tienen esta dimensión". Este es uno de los principales 
méritos del Grupo Tripartito de Trabajo que ha elaborado soluciones paciente y calladamente sobre estos 
temas. Pero necesitamos soluciones sobre estas cosas. Más allá de soluciones que ya están en marcha, como 
la relación con Médicos del Mundo, que colaboraría, y algunas otras, creo que debemos prever la 
organización de esta campaña y quizás no hacerla tan precipitadamente como en otra oportunidad, sin 
perjuicio de otra solución que lateralmente podamos plantear en la Comisión respectiva. Ahora viene una 
Rendición de Cuentas y nosotros no deseamos agregar gastos; si el Gobierno no lo quiere, nosotros no lo 
podríamos hacer por otra parte. Pero es evidente que quizás redistribuyendo los propios fondos de algunos 
Ministerios -como el del Interior, por ejemplo- podamos atender algunas condiciones de las cárceles. ¿Por 
qué? Porque aquí, en esta misma Comisión, solicitamos la presencia del señor Ministro por cuanto nos 
habíamos enterado que una resolución sugería que donde se está economizando un 8% para todas las 
Unidades Ejecutoras de dicha Cartera -incluida la Dirección carcelaria- se pasase a economizar un 16%. En 
primer lugar, no se puede hacer economías donde estamos bajo cero. En segundo término, deberíamos 
estudiar la forma de retribución del personal encargado que va a esos trabajos casi como condenados a 
Siberia, por decir una metáfora política inactual. 


Quería señalar estos problemas sin extenderme demasiado en otros que han sido compromisos de la 
Comisión, porque entrando concretamente a estos temas podremos quizás encontrar algún atisbo de 
mejoramiento. 


SEÑORA GIL.- Quiero añadir, a lo que decía el señor Diputado Chifflet como cosas urgentes y que 
deberían tener una pronta respuesta, la situación de vestimenta de los internos,la mención que hizo el 
señor Director Nacional de Cárceles sobre las condiciones sanitarias, y la emergencia que se planteaba 
para trasladar los internos a esos módulos que están prácticamente prontos para recibir a los reclusos. 


El Patronato ha tomado como sistema procurar ropa usada para derivar a la Dirección Nacional de Cárceles. 
Estamos pidiendo en todos lados ropa para hombre y ropa de abrigo. Uno de los organismos que ha aportado 
ropa con bastante frecuenta fue EMAUS. Pero la última vez que me comuniqué con EMAUS me dijeron que 
no tenían nada para entregar y que carecían totalmente de ropa de hombre y de ropa de abrigo. Sin embargo, 
el responsable de EMAUS me dijo que había una situación bastante increíble. Él viaja periódicamente a 
Francia y sabe que EMAUS-Francia tiene una playa de contenedores repleta de cosas para donar. Por otras 
actividades que he tenido previamente, sé que muchas veces eso se fue desvirtuando, lo que motivó que se 
cerrara el ingreso de contenedores con elementos para donar porque finalmente el destino no era la donación 
sino la venta. Era una manera de competencia desleal con el comercio, y lo comprendo. De todos modos, 
creo que hay situaciones límite como este caso, que merece que esto se revea. Habría que posibilitar a 
EMAUS para que, dentro del marco más estricto y con todas las garantías del caso -para lo cual el Patronato 
se ofrece como intermediario de manera de garantizar que lo que viene en carácter de donación y para ser 
donado lleve el destino correspondiente-, se pudiese concretar esta solución. Es más: creo que no podemos 
desperdiciar la oportunidad de tener para los internos lo que el Estado no les puede dar y mucho menos las 
familias. 


Los costos que esto implica -que son muy escasos- se pueden llegar a asumir institucionalmente por el 
Patronato junto con EMAUS, compartiendo lo que se dona, etcétera. En fin, habría que encontrar la manera 
de ingresar al país esas cosas que son realmente muy necesarias. 


SEÑOR CHIFFLET.- Todos conocemos lo que es EMAUS y la creación del Abate Pierre en Francia. 
Hablo de un ex legislador que, inclusive, relacionándose con algunas personas muy carenciadas, ex 
delincuentes, consigue llevar adelante, primero en Francia y luego mundialmente, una organización 
absolutamente transparente en cuanto a sus finalidades. ¿Qué sucedió? Que a este país venía ropa del 
exterior -algunos contenedores para EMAUS y para otras organizaciones- y alguna se vendía. En el 
caso de EMAUS, esto se puede controlar muy cuidadosamente; se podría hacer a través del Patronato. 


Por otra parte, las carencias son tales en las cárceles que quizás ese fuera el destino prioritario de la ropa que 
llega en esos contenedores. Pero ellos han dejado de traer esa mercadería porque debía esperar mucho tiempo 
en la Aduana, con el consiguiente gasto que muchas veces era superior al costo de la ropa así fuera nueva. 
Además, se aprobó una instancia por la que se prohibió genéricamente el ingreso de esta mercadería que 
llegaba al Uruguay. 


Esta ropa viene para gente carenciada; la organización es para sostener o colaborar en el mantenimiento de 
los grupos más carenciados. Entonces, si se trata solo de llevar adelante el control, lo podría hacer 
perfectamente el Patronato. Esta mercadería podría ir prioritariamente a las cárceles; de esa manera, 
tendríamos un aporte importante para solucionar el tema del abrigo y de la ropa de los internos. 


SEÑORA GIL.- No sé cómo se podrá instrumentar esto. Evidentemente, habrá que hacer un planteo 
ante el Ministerio de Economía y Finanzas que ha detenido este tema. Me pregunto si es el Ministerio 
del Interior el que debe realizar esa gestión, siendo el Patronato una dependencia del Ministerio. 


En definitiva, quiero expresar la voluntad de la Comisión Directiva del Patronato para apoyar este tema y 
para sacarlo adelante, fundamentalmente, en cuanto a la ropa para los internos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que podría haber alguna fórmula institucional. Quizás el mecanismo 
tendría que ser la donación directa a la Dirección Nacional de Cárceles; es decir, que la mercadería 
venga directamente a través de la gestión realizada por el Patronato con EMAUS. No veo ninguna 


dificultad técnica o, por lo menos, no la advierto en el momento. Yo he participado en la toma de 
decisión crítica cuando se detectó una maniobra impresionante con vaqueros y con camperas. 


Me parece que el mecanismo práctico es que la donación venga directamente al Estado -Ministerio del 
Interior, Dirección Nacional de Cárceles-, con el respaldo del Patronato, que es la garantía que va a tener 
EMAUS para la aplicación efectiva del destino. También podríamos conversar con la gente del Ministerio de 
Economía y Finanzas, con el señor Ministro del Interior, y con las autoridades de EMAUS para implementar 
el tema. Creo que ese puede ser el mecanismo. 


SEÑOR CHIFFLET.- Se me ocurre que la Comisión o el Patronato, junto con EMAUS, pueden 
acordar qué cosas vendrán para las cárceles y qué cosas pueden quedar para ese organismo; porque no 
se trata simplemente de que lo que viene para EMAUS vaya exclusivamente para el Estado. Sería 
utilizar una organización internacional que no tiene expresamente esa afinidad. Pero no creo que 
tengan inconveniente en eso. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que puede haber una solución -el tema del decreto se puede 
resolver- si la donación es directa a un destino específico dentro de una estructura del Estado. Más allá 
de la honorabilidad de las instituciones, el problema que se dio fue cómo hacer el seguimiento hasta el 
destino final de lo donado a una ONG, teniendo en cuenta el tiempo que queda en depósito y que, a 
veces, se roba de allí. Las patologías son muchas. De todas maneras, sin ingresar en ese tema, si 
estamos de acuerdo con establecer un mecanismo de ese tipo, podemos ver si EMAUS está dispuesto a 
donar directamente a la Dirección Nacional de Cárceles, y quedarse, por qué no, con un remanente; no 
tengo inconveniente en ese sentido. 


Me parece que no será una forma de pedir tolerancia del Decreto, sino que es una materia no abarcada. El 
Ministerio del Interior no está en condiciones de llamar a licitación a la industria nacional para proveer a los 
reclusos de ropa usada. Entonces, las opciones son nada o nada; no existe la alternativa. Distinto sería si con 
recursos se pudiera llamar a una licitación para comprar ropa; ahí se perjudicaría a la producción nacional. 
Pero esto es distinto, porque no tenemos los rubros. Inclusive, estamos haciendo una gestión con el 
Ministerio del Interior para proveer calentadores de agua para los módulos. Si no tenemos recursos para eso, 
parece difícil que los haya para dar ropa a los reclusos. 


Por lo tanto, si en esta Comisión coincidimos en el criterio de hacer un planteamiento que exprese que se 
permita el ingreso de ropa donada, considerando la inexistencia de rubros, el hecho real de la carencia 
absoluta de ropa, el modo sanitario para obtenerla -porque no se trata de hacerlo de cualquier forma-, y 
teniendo la posibilidad de contar con donaciones directas desde el exterior de organizaciones de ese tipo 
hacia la Dirección Nacional de Cárceles, a través del Ministerio del Interior y con la supervisión o respaldo 
del Patronato, que es una garantía institucional para todos. Planteado así parece difícil, en frío, que nos digan 
que no. Probemos por allí y después vemos por dónde más se puede avanzar. 


SEÑOR CHIFFLET.- Adelanto que en otra oportunidad, en el Gobierno anterior, hicimos gestiones 
por el mismo tema y, naturalmente, dejaron entrar a EMAUS determinada cantidad de ropa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sí; siempre hay excepciones. 


SEÑOR CHIFFLET.- Pero en ese momento no estaba planteado el tema carcelario, que ahora es el 
más urgente. 


SEÑOR BELLOMO.- Coincido con el planteo inicial e, inclusive, doy como un hecho que el trámite en 
cuanto a la apertura de los buzones y las respuestas ya corre por la vía administrativa que dispone la 
Comisión. 


Ya que el señor Diputado Chifflet hizo referencia a lo que se hacía para llegar a la gente en cuanto a la 
posible solidaridad, quiero decir que todos sabemos que de alguna forma la solidaridad está menoscabada en 
el pueblo uruguayo porque esa capacidad viene descendiendo. Igualmente nos parece importante no solo 


reconocer la realidad de que el pueblo uruguayo sigue siendo solidario, sino que existen posibilidades si 
nosotros somos capaces de hacer las cosas mejor. 


Cuando el 10 de abril hicimos la convocatoria para la segunda fase -la primera había sido la comunicación 
pública del 8 de agosto del año pasado, con aquel informe, con aquellas recomendaciones y con los avances 
de la Comisión-, tal como hizo referencia el señor Diputado Chifflet, realmente quedé entusiasmado porque 
hubo una buena presencia de la prensa. Si bien es cierto que tuvimos la mala suerte -no lo supimos hasta el 
día anterior- de que coincidía con un fenómeno importante en cuanto a su repercusión, como fue la 
presentación del informe de la Comisión para la Paz, igualmente aguardé a que el fin de semana siguiente - 
muchas veces esto hacen- los medios de comunicación dieran una adecuada repercusión, información y 
difusión de este tema. No fue así. 


No obstante, en el caso concreto del programa del señor Omar Gutiérrez al que hacía referencia el señor 
Diputado Chifflet, quiero colectivizar algo que muchos ya saben, pero es bueno señalarlo, y otra que, quizá, 
no se sabe. 


En primer lugar, habiendo sido invitados al programa de televisión del señor Omar Gutiérrez -también 
fuimos invitados al programa de radio-, tuvimos oportunidad de plantear, entre otras cosas en esta 
problemática, que se estaba ganando espacio a tierras improductivas para el cultivo -fundamentalmente, en el 
COMCAR y en Libertad-, pero que estaban haciendo falta semillas. Volví del programa de Omar Gutiérrez 
aproximadamente a la hora 14; concurrí a la Comisión de Derechos Humanos y cuando llegué a mi despacho 
a las 15 y 30 horas ya existía una donación concreta realizada por el señor Marcos Godoy, quien se dedica a 
la venta de semillas, fertilizantes, etcétera, y tenía una cantidad importante de semillas ya vencidas para su 
comercialización, pero aptas para el cultivo, algo que hemos constatado. En concreto, hoy podemos decir que 
esta es una de las realidades, porque ya han llegado a la Dirección Nacional de Cárceles y las hemos 
alcanzado a la Jefatura de Policía de Salto y de Canelones; nos hemos encargado directamente, en algún caso. 
Inclusive, últimamente hemos hecho entrega de estas semillas en el despacho del señor Inspector Suárez 
Segovia -creo que represento al resto del Grupo al decir que me sumo en el sentimiento, en acompañar en el 
dolor a tan ilustre ciudadano en este momento difícil- a los efectos de que lleguen a las Jefaturas de Policía 
del interior que necesiten impulsar esta iniciativa de huerta, ¡que vaya si hace falta, complementa y sirve! 


La otra información que posiblemente no se sepa es que cuando estuvimos con la señora Cristina Gil en la 
Cárcel de Canelones el Comisario Del Puerto nos informó que los reclusos están organizando un festejo a los 
efectos, de alguna forma, cumplir solidariamente con algo concreto para el Día del Niño -que creo que es el 
segundo o tercer domingo de agosto-, actividad para la cual, entre otras cosas, recurrirían también al señor 
Omar Gutiérrez a los efectos de garantizar no solo la participación de los medios de comunicación, sino, 
fundamentalmente, la difusión, que es la que después motiva la solidaridad. 


Quería brindar esta información, porque me parece que no todo lo que hacen los reclusos es desde el punto de 
vista de la protesta, del rencor y de los problemas, sino que también actúan en positivo. 


SEÑORA GIL.- Simplemente, quiero acotar que no solo intervienen los reclusos, sino que también lo 
hace el Patronato local que ha sido recientemente revitalizado; con alegría vemos que está empezando 
a cumplir sus funciones y colaborando con el establecimiento de la manera que siempre debió haberlo 
hecho. 


SEÑOR BELLOMO.- Concluyo expresando que, efectivamente, es así, y que también cuenta con la 
colaboración de la Dirección de la Cárcel de Canelones y, lógicamente, con la de la Jefatura de la 
Policía de Canelones. Esto es justo reconocerlo, porque ya que señalamos carencias o actitudes que a 
veces no apuntan en un buen sentido, también es bueno decir cuando se está trabajando positivamente. 


SEÑORA PERCOVICH.- En primer lugar, me parece que sigue siendo el problema principal el tema 
de la superpoblación. Acá tenemos un desafío político frente el tema que se nos planteó por parte del 
doctor Payssé. Es, precisamente, un tema que deberá discutir desde el punto de vista político esta 
Comisión de Derechos Humanos. Precisamente, en la discusión del proyecto de medidas de penas 
alternativas hemos visto cuán acotada está hoy la extensión de las penas a los primarios. Creo que esta 
es una de las grandes responsabilidades que políticamente tenemos que asumir. 


En segundo término, quiero recibir alguna información con relación al problema sanitario que se viene 
arrastrando desde hace tanto tiempo. Recuerdo el diagnóstico presentado por el propio Ministerio y la 
Dirección Nacional de Cárceles, y quisiera saber, más allá de ese diagnóstico -que me imagino que está 
actualizado- y de las restricciones, cuál es el plan estratégico concreto para atender y visualizar las carencias, 
porque creo que de ahí surgen las acciones y los convenios entre el Ministerio de Salud Pública y el 
Ministerio del Interior. En ese sentido, veo aquí a la doctora Serra, quien específicamente se encarga de un 
área que puede no ser la prioritaria porque en este momento hay otros problemas, pero quiero saber quién se 
responsabiliza en el Ministerio de Salud Pública por ese tema. Hemos tenido de sucesivas responsabilidades 
políticas al frente del Ministerio, pero quiero saber qué persistencia hay en el tiempo de responsabilidad con 
relación a los temas de salud en los establecimientos carcelarios. Me parece que es uno de los temas que 
nosotros podríamos asumir, por lo menos, realizando un seguimiento desde la Comisión de Derechos 
Humanos para ver realmente cuáles son las carencias y qué cosas se pueden saldar con coordinaciones y 
buena voluntad o qué otras acciones se pueden realizar en ese aspecto. 


SEÑOR NAVAS.- La pregunta es enormemente amplia y comprende muchos aspectos que, en 
definitiva, reflejan las graves carencias que en distintos ámbitos -en Grupo Tripartito de Trabajo, ante 
los medios de comunicación social, ante el Ministerio, etcétera- hemos informado una y otra vez, tal 
como se ha dicho aquí. 


Los objetivos estratégicos fueron definidos en cuanto esta Administración asumió. El primero de ellos era 
reimplantar el principio de progresividad, que no se está cumpliendo en nuestras cárceles, es decir, que cada 
recluso sea evaluado en la categoría que le corresponde -entendemos que lo debe hacer INACRI, más allá de 
que reglamentariamente es el cometido- y, de acuerdo con la evaluación, en la etapa de máxima, de media o 
de mínima, abierta o cerrada en cada una de esas categorías, que se diferencie a los establecimientos 
carcelarios y se establezca un régimen específico para cada uno de ellos, aspirando aplicar el tratamiento 
correspondiente. Ese es el primer gran objetivo estratégico. 


Por supuesto que es un objetivo terriblemente difícil de cumplir porque tenemos una superpoblación que es 
de las más altas de Latinoamérica; el promedio nacional está en 230%, cuando a nivel internacional se 
considera que el 120% -o sea, 120 reclusos por cada 100 plazas disponibles- es un hacinamiento crítico, 
violatorio de las reglas mínimas de Naciones Unidas. Con eso estoy diciendo todo. En el COMCAR tenemos 
casi un 320% de densidad carcelaria; ese es el panorama. Creo que estas cifras hablan por sí solas de que el 
principio de progresividad va a ser sumamente difícil de cumplir. No obstante ello, se sigue trabajando al 
respecto. ¿Cómo? Ampliando instalaciones carcelarias. Por ejemplo, en el COMCAR vamos a resignar un 
módulo de taller y lo vamos a transformar en un módulo de alojamiento para internos que están clasificados 
en mínima seguridad, especialmente, para aquellos que tienen salida transitoria y plaza laboral. Con ello 
contribuiremos a descongestionar los superhacinados módulos de reclusión, del 1 al 5, básicamente. Eso 
tampoco es fácil porque para ello hay que darles un colchón, que no hay, una cucheta, que no hay y que se 
debe fabricar, pero no hay hierro, ni madera; es decir, nada de lo que precisamos existe. No obstante, a fuerza 
de donaciones, de pedidos y de concurrir a programas como el de Omar Gutiérrez, hemos conseguido muchas 
cosas; entre ellas, material para el combate a las epidemias -a lo que luego nos referiremos-, para la atención 
sanitaria de los presos. 


En la Cárcel de Mujeres hubo un logro, allí sí por parte del Estado, del Ministerio del Interior. En virtud de 
que hoy se nos mencionó como que representábamos al Ministerio del Interior, aclaro que no somos 
representantes del Ministerio del Interior. A veces la gente confunde a la institución policial con el órgano 
político administrativo, que es el Ministerio. No tiene nada que ver. Nosotros representamos a la Dirección 
Nacional de Cárceles. Somos una Unidad Ejecutora subordinada más, pero no al Ministerio del Interior. El 
Ministerio del Interior nos permitió arrendar todo el local que ocupan las Hermanas del Buen Pastor, ubicado 
en la calle Miguelete. Ello va a contribuir a descongestionar y casi a eliminar el hacinamiento que, hoy por 
hoy, tienen las mujeres y sus hijos en la Cárcel de Mujeres. Ese es un objetivo muy importante, que va en 
cumplimiento del principio de progresividad, porque permitirá clasificar a las reclusas en máxima, media o 
mínima, distribuirlas adecuadamente y establecer un régimen para cada una de ellas, si contamos con el 
apoyo de INACRI. Digo que contamos con el apoyo de INACRI porque ese Instituto no depende de nosotros. 
Como ustedes sabrán, desde que ocupamos este cargo INACRI fue separada de la Dirección Nacional de 
Cárceles; ya no depende más de esta Dirección. 


Quiere decir que para la Cárcel de Mujeres tenemos una solución que ya está aprobada, ya se firmó el 
contrato y ahora hay que apuntar a la infraestructura. No es cuestión de mudarse a lo que hoy son 
alojamientos estilo convento, porque sabemos que las reclusas requieren seguridad. Hay que hacer toda una 
infraestructura que es costosa y estamos trabajando en eso. 


En el Penal de Libertad no hemos habilitado los módulos porque hemos entendido que todavía no están en 
condiciones de serlo, y no quiero que esto se preste para un uso inadecuado de la información. Cuando digo 
que los módulos todavía no están prontos es porque entendemos que para estarlo deben tener todo lo 
necesario y hay detalles que necesitan ajustes. Cuando se culminen esos detalles van a ser módulos 
adecuados para recibir a esa población reclusa. ¿A qué población reclusa? A la que esté clasificada en 
máxima seguridad, y esperamos que INACRI nos dé la clasificación de máxima seguridad; de lo contrario la 
tendremos que hacer nosotros, los mandos penitenciarios. Allí vamos a alojar aproximadamente 450 reclusos. 
Podríamos colocar 600, pero estimamos que poner esa cantidad sería continuar con el hacinamiento. La 
cantidad de reclusos clasificados como de máxima seguridad definirá la integración de la población reclusa 
en los módulos de acero, y no lo que supuestamente permita la capacidad locativa, porque esos son módulos 
que si bien tienen tres camas en realidad no deberían tenerlas. 


Es decir que falta completar algunos detalles y, además, algo esencial que no se previó, que es el personal; no 
tenemos personal. Quiere decir que para habilitar los módulos vamos a tener que tomar esas decisiones 
pírricas por las que se afecta a uno para habilitar a otro. Por ejemplo, posiblemente tengamos que clausurar 
un establecimiento que está marchando en forma excelente como la Tablada, porque no tenemos personal 
para habilitar Libertad; no hay agentes. Tampoco puedo sacarlos del COMCAR, donde cada agente maneja 
100, 150 o 200 presos; de noche hay solo dos o tres agentes por módulo; es terrible. Es decir que a la 
superpoblación se suma la disminución de los efectivos de seguridad que han ido emigrando, junto con el 
personal técnico de INACRI -es cierto- y el personal técnico del Hospital Penitenciario, a otras dependencias, 
no solo del Ministerio del Interior sino del Estado, porque se ha mandado gente en comisión hasta a AFE; es 
ridículo, pero es así. Por suerte, esta pérdida brutal de recursos humanos calificados de la Dirección Nacional 
de Cárceles, que viene ocurriendo desde hace décadas, pero que desgraciadamente se profudizó muchísimo a 
partir de 1985, ahora ha cesado y es muy raro que salga un pase en comisión; por lo menos preservamos lo 
poquito que nos queda. 


Quiere decir que Libertad va a coadyuvar a reimplantar el principio de progresividad, quizás para fines de 
agosto. ¿Por qué para esa fecha? Porque para fines de agosto vamos a poder contar con los nuevos alumnos 
egresados del primer curso formado con el nuevo plan de formación penitenciaria. Se trata de un primer 
curso del cual estamos muy orgullosos porque son alumnos que han ingresado por concurso -no a dedo-, 
tienen secundaria básica completa, han pasado por todo un filtro muy exigente y están cumpliendo con un 
curso en el que reciben materias que en los últimos años no se han enseñado. Para ese curso hemos dado 
participación a SERPAJ -en lo relativo a derechos humanos-, a la Facultad de Derecho, y le hemos pedido a 
INACRI -esperemos que nos acompañe- apoyo en la materia criminología. Es decir que lo hemos abierto 
porque si hay algo con lo que queremos terminar en el sistema carcelario es con el misterio, con esa suerte de 
oscurantismo que hay que implica que no se sabe lo que hay detrás de los muros. La cárcel está abierta para 
todos; para todos los que tengan necesidad de conocer esa realidad porque, obviamente, no es un lugar 
público. Es decir que está abierta a los órganos parlamentarios, porque obviamente el Parlamento debe 
fiscalizar lo que ocurre dentro de las cárceles, así como el Poder Legislativo debe controlar al Poder 
Ejecutivo; es un principio constitucional. La cárcel está abierta para esta Comisión y para todas las ONG que 
se preocupan por los derechos humanos o tienen fines sociales porque, en definitiva, la cárcel refleja una de 
las problemáticas más graves del país y no voy a entrar a explicar cuál es, pero allí yace esa problemática de 
la sociedad que nosotros recogemos. 


No me quiero seguir extendiendo, pero la pregunta que hace la señora Diputada Percovich es demasiado 
amplia. 


Como con los celdarios de acero no vamos a terminar de combatir la superpoblación pedimos al Ministerio 
del Interior la aprobación de un proyecto de reciclaje del casco antiguo del celdario del Penal de Libertad. 
Aunque sé que es muy resistido y tiene un estigma, es lo que tenemos; la estructura del casco está íntegra, 
pero hay que reciclarlo y refaccionarlo totalmente. Y es muchísimo más económico para el Estado reciclar 
ese edificio que construir. Según me dijeron en el Ministerio del Interior -porque no estuve en el proceso de 
discusión- una cárcel nueva sale entre US$ 36:000.000 y US$ 42:000.000 y por poco más de US$ 2:000.000 


podemos reciclar todo el edificio, instalar allí una unidad de media seguridad -no de máxima- y aplicar el 
principio de progresividad con otras posibilidades. Ese sería un régimen diferente al de la máxima, y también 
sería un estímulo para que mejoren su conducta quienes están en los módulos de acero; ello podrá colaborar 
para que se produzcan esos cambios comportamentales que todos deseamos que sucedan en el interno, a fin 
de que abandone sus actitudes violentistas, su estado de conflictividad, su renuencia al trabajo e inclusive al 
aseo personal, porque muchas veces nos enfrentamos a ese estado de abandono total en el que ya el hombre 
no quiere más nada y le da lo mismo estar vivo que estar muerto. 


El proyecto fue aceptado -el Ministerio del Interior hizo un convenio con el Ministerio de Transporte y Obras 
Públicas- y según se nos ha informado va a comenzar próximamente. Nosotros estamos llamando al 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas permanentemente -realmente, somos cargosos-, específicamente a 
la Dirección Nacional de Arquitectura, que nos dice: "Cuando el Ministerio de Economía y Finanzas nos dé 
la plata...”, pero cuando llamamos al Ministerio de Economía y Finanzas nos dice: "Cuando el Ministerio del 
Interior..." y cuando llamamos a esa Cartera nos dicen: "Nosotros ya estamos conversando para que se 
asignen del presupuesto $ 25:000.000 para iniciar la primera etapa"; creo que esa es la cifra. 


La primera etapa es la elemental, la cocina, porque en el Penal de Libertad no tenemos cocina. Tenemos que 
reconocer que no solo no alcanzan los víveres sino que las condiciones en que se cocina son deplorables, 
paupérrimas. Cuando va nuestra dietista sale alarmada; ya ni va, porque ¿para qué va a ir? Estamos 
cocinando en condiciones inaceptables y es la misma comida para todos. Los policías a veces hacen una 
colecta para poder mejorar la comida; esa es la realidad; ponen de su bolsillo porque los agentes 
penitenciarios están una semana encerrados ahí dentro, trabajando 84 horas semanales; 84 horas semanales. 


En el casco antiguo hay una enorme y gigantesca cocina donde otrora -yo también trabajé en otras épocas en 
ese Penal- se hacía de comer para 1.500 personas en marmitas de 500 litros, y funcionaba con un orden y una 
limpieza absolutas. Si esa cocina se refacciona, perfectamente puede atender las necesidades alimentarias de 
la población reclusa y del personal, pero las obras aún no han comenzado. El día que las obras culminen en el 
celdario, entonces allí podremos haber descongestionado COMCAR y descendido esa tasa de hacinamiento 
que hoy tiene. Eso siempre y cuando logremos que siga funcionando. 


La Tablada es el gran desafío; la única forma que hay de darle continuidad es transformarla en un centro 
abierto y eso en la interna carcelaria sería un impacto terrible, porque hay presos que no lo aceptan. Ustedes 
pueden no comprender esto por lo que se los voy a explicar; concretamente, eso implicaría que muchos 
presos tendrían que ir a Libertad y otros a Santiago Vázquez, lo que nos traería una conflictividad importante. 


El problema es que no hay gente; yo no la puedo multiplicar. Cada policía penitenciario hace 84 horas 
semanales -lo estamos explotando- y cobra el mismo sueldo que el que hace turnos de ocho horas en 
Comisarías, porque no olviden que el agente penitenciario es un policía más. En Uruguay integramos la 
misma institución, estamos bajo el mismo régimen y tenemos igual salario; simplemente se trabaja tres veces 
más, porque cuando digo 84 semanales se trata de algo comprobable. Aclaro que me refiero a quienes 
desempeñan tareas de seguridad, no a quienes cumplen tareas administrativas, burocráticas o técnicas, como 
las de los funcionarios de INACRI, que cumplen veinte horas semanales, o los médicos, que trabajan 24 
horas semanales. Es decir que me refiero al personal de seguridad, el uniformado, que es el más sacrificado, 
ya sea el de guardia interna o externa. 


Esa es la realidad en cuanto a la superpoblación. 


En cuanto a la atención sanitaria podemos decir que ha mejorado con el apoyo del Ministerio de Salud 
Pública. Si no fuera por Salud Pública no tendríamos los medicamentos que tenemos, aunque todavía no son 
suficientes. El apoyo de Salud Pública se ha incrementado muchísimo en materia de medicamentos. Nosotros 
no hemos podido adquirir medicamentos por intermedio del servicio médico penitenciario, como tampoco 
hemos podido adquirir los alimentos necesarios, porque los rubros están recortados. Esa es la situación real. 


La medicación para los pacientes de SIDA también proviene del Ministerio de Salud Pública. La atención 
especializada también la provee Salud Pública, porque nosotros no tenemos especialistas; la verdad es que 
hay un médico, el doctor Esteves, que si hay alguien que podría llamarse Mister Maravilla es él, porque él es 
quien mantiene compensados a todos los pacientes con HIV. Aun cuando se padecen carencias terribles él se 
ha transformado en un médico penitenciario, lo que es algo muy difícil; tiene el aprecio, el reconocimiento y 


el ascendiente moral sobre toda la población reclusa. Inclusive cuando nuestros médicos se ven en una 
situación de crisis recurren a él. 


O sea que estamos saliendo adelante en el tema SIDA gracias al apoyo del SEL, Servicio de Enfermedades 
Infectocontagiosas, lo cual es piloteado además por la doctora Margarita Serra, contando con el apoyo 
permanente del doctor Estéves. 


También hemos hecho un convenio con ASEPO, Asociación de Ayuda al Seropositivo y hemos contado con 
el apoyo de la embajada británica que nos ha provisto de folletos informativos -que contienen además 
preservativos- que se han distribuido entre toda la población reclusa, en todos los establecimientos, sin 
distinción. Todos los presos han recibido su folleto educativo e informativo sobre qué es el SIDA, cómo se 
trasmite, cómo se previene, cuáles son los no y cuáles deben ser los sí, todo explicado en forma sintética, en 
el lenguaje del preso para que él lo entienda. 


Creemos que eso ha sido muy exitoso; ha contado con el apoyo del Ministerio de Salud Pública y del 
Ministerio del Interior y ha tenido la participación decisiva de esta ONG que es ASEPO. 


SEÑORA SERRA.- El programa ha donado 45.000 preservativos para todas las cárceles -alrededor de 
5.000 preservativos mensuales-, distribuidos en coordinación con el Inspector Navas. Entonces, creo 
que esa parte está cubierta. 


En cuanto al convenio del año 2000 que el Ministerio de Salud Pública tiene en el área de VIH SIDA, esta 
Cartera está cumpliendo. Entre las dificultades que hemos tenido -tenemos una nota del doctor Estéves- está 
todo lo que tiene que ver con las extracciones de sangre para hacer las cargas virales y CD4. Esa actividad la 
hacía el Ministerio del Interior y nosotros nos encargábamos de financiar los resultados, pero ello no se está 
cumpliendo. En la cárcel de mujeres ha habido dificultades porque los funcionarios no han querido ir a hacer 
las extracciones. Esto se pudo resolver gracias a la intervención del Ministerio y del doctor Estéves en 
particular; se consiguió que enfermeras del SEI fueran a hacer las extracciones. La Intendencia Municipal de 
Montevideo colaboró con el traslado de los funcionarios. 


También tenemos graves problemas con la medicación que no es específica y que atiende a enfermedades 
oportunistas; estamos refiriendo a los antibióticos, con los que el Ministerio no cuenta. Con Salud Pública se 
está tratando de colaborar en lo que se puede, pero es algo que nos preocupa porque no se está cumpliendo. 


Por otra parte, no solo está la parte de SIDA; la doctora Levaggi representa al área de ASSE. Ella ha tenido 
intervenciones importantes y creo que va a hacer algunas acotaciones. 


SEÑOR NAVAS.- El otro grave problema es el que se plantea a partir de las epidemias de sarna y de 
forunculosis que estamos padeciendo y de las que estamos saliendo. Para ello el Ministerio de Salud 
Pública nuevamente aportó los estudios y la evaluación de una experta epidemióloga cuyo nombre no 
recuerdo en este momento. Ella recorrió los establecimientos y examinó los casos. Se hicieron exámenes 
de laboratorio y se descubrió una cepa única, un caso extraño, que solo se ha dado en una cárcel de Los 
Ángeles en Estados Unidos; bueno, ahora apareció en la cárcel de Libertad; ¡si viajarán estos virus! 
Pero todo esto lo podrá explicar mejor la doctora Levaggi. 


Debemos decir que no teníamos ni un jabón ni un solo litro de hipoclorito; la limpieza la hacíamos con agua, 
cuando había, porque en verano nos quedamos sin agua. Es muy común quedarse sin agua, por ejemplo, en el 
COMCAR. Entonces, concurriendo a los medios de comunicación, concretamente al programa de Omar 
Gutiérrez, obtuvimos donaciones de hipoclorito y de jabón de lavar de dos empresas, gracias a las cuales 
pudimos iniciar el proceso de higiene ambiental porque el estado era realmente deplorable; vivíamos en la 
mugre -esa es la verdad- tanto en COMCAR como en la cárcel de Libertad, puesto que no se contaba con 
ningún tipo de desinfectante ni de nada. 


Hoy, por lo menos, hay hipoclorito y jabón y contamos con el apoyo de OSE, que nos está ayudando a 
desinfectar los tanques porque hasta el agua estaba contaminada. Ahora los análisis dan como resultado que 


el agua es potable. 


La doctora Levaggi va a explicar mejor el trabajo de Salud Pública en esta materia. 


SEÑORA LEVAGGI.- Cuando hicimos el informe al que se hacía referencia, tratamos de ir al detalle 
de lo que era el sistema carcelario, teniendo en cuenta diferentes áreas de riesgo o áreas críticas dentro 
de los locales. 


Sin duda el tema es muy complejo; identificamos claramente elementos de planta física, equipamiento y 
condiciones sanitarias básicas -agua potable, saneamiento, higiene-, sumados a aspectos no solo del ambiente 
físico sino que tienen que ver con lo psicosocial; los presos estaban hacinados, no tenían espacio para 
recrearse, salir o moverse. Entonces, fuimos planteando problemas, pero quien lee el informe ve que también 
fuimos sugiriendo propuestas. En base a esas propuestas se podían armar los objetivos específicos del plan. 
Obviamente, cuando se ve el escenario en su conjunto, uno se da cuenta de que es muy difícil salir de esto en 
forma inmediata o en el corto plazo, pero no sería mala idea armar un plan escrito en el que tal vez el 
Ministerio de Salud Pública y ASSE tuvieran la responsabilidad, como órgano normativo y rector de la salud 
-sin violar la competencia del Ministerio del Interior que es le que tiene la responsabilidad de lo que sucede 
en las cárceles-, de asesorar y de dar aporte técnico. Asimismo, a la luz de la buena coordinación que hemos 
logrado para trabajar en lo metodológico, se podría armar un plan, por aquello de que las personas pasan, 
pero las instituciones quedan. Ahora coincidimos todos en una postura, pero quizás no la compartamos dentro 
de un tiempo; no quiero vaticinar algo malo, sino ser realista. Por tanto, sería bueno que fueran quedando 
definidos los grandes lineamientos y las estrategias a seguir. 


Con respecto a la atención de los reclusos, hemos fortalecido la coordinación y hemos mejorado los vínculos 
así como el flujo de pacientes dentro de lo que es Salud Pública, ASSE y el área penitenciaria. Sin embargo, 
hay que reforzar algunos aspectos que tienen que ver con la medicación, con las extracciones de sangre, con 
las salidas a paraclínica o con la sala penitenciaria en la internación, punto en el que me voy a detener porque 
me preocupa mucho. 


Al escuchar lo que se hablaba se me ocurrió una propuesta porque creo que el lema debe ser "no caer en la 
desesperanza"; cuando uno escucha todo esto le parece que no va a encontrar la punta del ovillo. Quizás 
podríamos tener una reunión con los colegas del hospital penitenciario para empezar a transitar lo que tiene 
que ver con el plan en cuanto a la parte sanitaria de los reclusos. No todo es planta física o equipamiento; hay 
mucho trabajo para hacer en cuanto a hábitos de higiene, educación para la salud, trabajar la autoestima o el 
autocuidado porque son aspectos que son dejados al abandono. 


La doctora Serra que ya tenía bastante con VIH SIDA, ahora atiende todo lo relativo a enfermedades de 
trasmisión sexual; la sarna está dentro de esas enfermedades. Si uno piensa que son reclusos hacinados, sin 
condiciones adecuadas para bañarse diariamente, para hervir la ropa, para plancharla, se da cuenta de que por 
más que se les dé medicación, hay un foco de contagio permanente. Entonces, hay una cantidad de trabajo 
para hacer, además de aportar el remedio, que es de promoción de salud, de educación -que ellos entiendan 
qué es lo que tienen y por qué-; además, tenemos que establecer barreras para que la infección no progrese 
entre ellos mismos. En ese sentido, podríamos dar lineamientos y ver cómo apoyamos a su gente en el área 
de salud, además de transitar en la elaboración de un plan. 


Con respecto a la medicación, se me ocurre que la reunión puede ser fructífera porque uno de los problemas 
que tenemos es que los reclusos son atendidos en nuestros hospitales y después de dados de alta van al área 
penitenciaria, pero resulta que no coincide la medicación que receta el médico que da el alta con la que 
ustedes manejan; creo que deberíamos tener un vademécum único, de manera que coincida lo que tenemos en 
ASSE con lo que compran ustedes. Desde el momento en que, a través de UCAMAE, se compró 
centralizadamente la medicación para la mayoría de las instituciones, habría que lograr incluirlos y que los 
proveedores respeten el precio que está en la licitación. Se me ocurre que no es algo muy loco, teniendo en 
cuenta que lo hicimos con INAME y hasta con el Hospital Policial, que sé que no tiene nada que ver con su 
servicio, pero corresponde al Ministerio del Interior y se lograron buenos precios, también en lo que tiene que 
ver con el laboratorio y reactivos. 


Entonces, hay que utilizar los mecanismos de mejora de la gestión y de racionalización de recursos. 


SEÑOR NAVAS.- Sería ideal que se nos incorporara a este sistema de compras de UCAMAE; lo 
venimos solicitando, pero no lo hemos logrado. 


Ustedes saben que somos los que pagamos más caro del país; la Dirección Nacional de Cárceles es la que 
compra más caro; creo que el otro es INAME. Supongo que esa es una de las causas por las que estamos sin 
alimentos ahora. Cuando vienen los proveedores, como saben que el último de la cola de los organismos del 
Estado en pagar es el área de los penales, ponen precios astronómicos. Eso ya lo hemos planteado al 
Ministerio del Interior y al de Economía y Finanzas, pero ahí está nuestro techo; todavía no estamos 
incorporados al sistema único de compras. 


Sería interesante hacer un vademécum único, pero no es que la medicación no coincida, sino que no hay 
nada, ni siquiera contamos con material como para hacer el examen de sangre al recluso que ingresa; hay 
muchos que lo aceptan, pero no tenemos cómo hacérselo. El descontrol es total; no sabemos cuántos 
pacientes hay y lo mismo sucede con la medicación; hay una carencia absoluta. 


El Hospital Policial no tiene nada que ver con nosotros, más allá de que se llevó medio hospital penitenciario. 
Dentro de los destrozos que se ha hecho a esta unidad ejecutora -hecho que menciono continuamente en 
todos los ámbitos; al instituto penal le sacaron técnicos, médicos-, cabe mencionar que muchos de los 
médicos del otrora hospital están en el escalafón de sanidad y ya no volverán más. 


Ahora se produjo una reorganización, una transformación y se designa servicio médico porque no existe el 
hospital. Lo que hemos planteado -aprovecho el medio en forma informal; quizás haya que hacerlo por 
escrito ante Salud Pública- es la necesidad imperiosa de tener una sala penitenciaria como se ha hecho con 
otros servicios penitenciarios en otros países, inclusive, desarrollados. Si bien en algunos lugares tienen 
hospitales penitenciarios, en otros, tienen salas penitenciarias, pero en hospitales generales, no en hospitales 
limitados como el Hospital Saint Bois. Tienen salas penitenciarias en las que el cuerpo penitenciario da la 
seguridad física y la atención sanitaria la da el sistema regular de Salud Pública. 


El Maciel sería ideal porque estamos cerca y, por razones logísticas y de seguridad, podemos apoyarlo 
permanentemente. Se podría instalar allí la sala penitenciaria; que tenga un área de medicina general, otra 
para los pacientes psiquiátricos, otra para enfermedades infectocontagiosas. Así sacaríamos los de Sala 11, 
que son los procesados, que la Directora del Vilardebó nos está pidiendo, por favor, que los saquemos porque 
ocasionan trastornos. Se trataría de concentrar todos los procesados y penados en una sala penitenciaria 
ubicada en un hospital general de Salud Pública. Eso sería una racionalización del gasto del Estado; ahorraría 
Salud Pública y el Ministerio del Interior; en definitiva, ahorraríamos todos. Además mejoraríamos la 
atención sanitaria en forma exponencial, porque tendríamos el máximo de la capacidad de prestación de 
salud, en el momento, sin tener que desplazar continuamente vehículos de los penales, pidiendo nafta 
prestada porque tampoco tenemos combustible. Así solucionaríamos una cantidad enorme de situaciones: 
transporte, efectivos de seguridad, efectivos de salud. También creo que parte del servicio médico 
penitenciario podría ser trasladado y reasignado a esa sala y compartir la atención. Esa es una idea que dejo 
para que la piensen. 


Sé que ningún Director quiere a los presos; lo sé porque el personal de salud no quiere trabajar con presos. El 
primer problema que me encontré acá -ustedes recordarán; ahora ya no existe- era que había casos de 
omisión de asistencia flagrante en que el personal de salud se negaba a asistir a los presos; los dejaban en la 
puerta y nuestros vehículos tenían que ir de hospital en hospital hasta encontrar a alguien que atendiera al 
preso. 


(Diálogos) 
——No me mire así porque eso pasó. 


Eso era así. Ahora no sucede. Y era un problema sindical, según se nos explicó, que contaba con una decisión 
del gremio de la FUS, si no me equivoco. Eso ahora está superado. Inclusive, en una oportunidad el episodio 

se volvió a dar en el hospital Vilardebó donde la FUS cerró las puertas y conminó a la Directora a no atender 

a un paciente derivado del COMCAR. Se suscitó un problema y tuvimos que retirar al paciente. 


(Interrupciones) 


—— Hable con la Directora y se lo va a explicar. 


Fue porque la custodia estaba armada y yo no puedo dejar a un paciente, de la peligrosidad de ese hombre y 
sabiendo que es un simulador, sin custodia. La propia psiquiatra nuestra sabe que es un simulador, pero el 
Juez ordenó la internación. Ustedes saben que los familiares presionan a nivel judicial. Así se originó un 
conflicto. 


Eso se solucionó. Lo llevamos al hospital Saint Bois pese a que es un paciente, supuestamente, psiquiátrico. 


No se volvió a repetir, pero puede darse nuevamente y a haber otro conflicto gremial que afecte al Ministerio 
de Salud Pública. Entonces, preguntamos por qué no seguir ese ejemplo que aplican algunos países de 
Europa y algunos Estados en USA que en un hospital general tienen un área totalmente aislada, separada, con 
custodia de seguridad policial, con la atención de Salud Pública y de nuestros médicos. Así podría hacerse 
una operación, una convalecencia, es decir, brindarse toda la prestación de atención sanitaria que necesita el 
recluso como ciudadano de la República. 


Disculpen que aprovechara esta oportunidad para replantear esa iniciativa. Al ritmo que vamos, tenemos 
reclusos dispersos por todos los hospitales y el personal, que no nos sobra, también está disperso. Imagínese 
un módulo del COMCAR que está con tres policías y hay que sacar un recluso de noche porque sufrió un 
infarto. Como mínimo hay que sacar a un policía de custodia y quedan dos o uno. Estamos abandonando las 
cárceles. Estamos en una situación que no ha explotado por milagro, porque los presos no quieren que 
explote. Pero en cualquier momento puede haber un hecho trágico por esta acumulación de graves falencias 
que tenemos. Lo triste es que hay soluciones que están a nuestro alcance, pero si nos parapetamos cada uno 
en su trinchera, con esa tendencia que tenemos al manejo feudal de las áreas del Estado y no logramos 
concertar institucionalmente, este problema no lo vamos a solucionar porque el Estado no cuenta con 
recursos presupuestales para crear un hospital penitenciario. ¡Ni soñarlo! Ya fue destruido en motín y estoy 
seguro de que Uruguay nunca más va a tener un hospital penitenciario. 


Entonces, con el crecimiento vertiginoso de población reclusa, gente mayor que ha delinquido por primera 
vez ya que perdió su trabajo, de cincuenta años, con enfermedades de todo tipo y con una tasa de morbilidad 
creciente, necesitamos un área de atención de la salud en un hospital general; será el Maciel, el Pasteur; no 
sé, ustedes lo dirán. El ideal sería el Hospital Maciel hasta por la rapidez. Nosotros ponemos la seguridad y 
también la participación de médicos. 


SEÑOR BELLOMO.- Aun compartiendo las preocupaciones y el enfoque global que está haciendo el 
señor Inspector, debo aclarar que el gremio es el de la Federación de Funcionarios de Salud Pública, 
que si bien tiene contacto con la FUS, no es la Federación Uruguaya de la Salud. 


Por otra parte, justo es reconocerlo que fue debido a problemas de inseguridad que ellos sentían que se 
habían originado no solo en el Hospital Maciel sino en el Saint Bois y otros institutos. Ahora, levantaron la 
medida, porque han percibido que hay otros márgenes de seguridad, aunque debemos ser cuidadosos. 


SEÑORA LEVAGGL.- También quiero aclarar que a partir de un buen diálogo que hubo con la 
Federación de Funcionarios se pudo subsanar esa dificultad y, de hecho, la sala penitenciaria del Saint 
Bois funciona con el apoyo de los funcionarios y no hay ninguna resistencia. 


Con respecto al Saint Bois, la verdad es que desde que empezamos a concurrir, hace más de un año, estoy 
siempre aclarando lo mismo. El Saint Bois no es un hospital limitado. Es más: cuando escuchaba hablar al 
Inspector Navas, se me ocurría que se podría invitar a la Directora del hospital, la doctora Liliana Boggio, 
para ver si ella tiene más éxito que yo y los convence de que el hospital Saint Bois, si bien es pequeño, es de 
mediana complejidad en cuanto a los problemas de los pacientes. Lo que no se puede resolver pasa al 
Pasteur, al Maciel o al Clínicas y vuelven los pacientes. Tiene un equipo de médicos con una verdadera 
vocación por el trabajo que hacen con los reclusos. Si se quiere, se han subespecializado en la atención del 
paciente recluso y, realmente, resuelven pacientes de mediana o alta complejidad, que no sé si estarían tan 
bien resueltos en el Pasteur o en el Maciel. Por lo tanto, si les parece bien, quedaría pendiente esa invitación. 


No voy a comentar todo el tema del hospital que el Inspector plantea porque hay diferentes tendencias en el 
mundo; así como hay hospitales con áreas penitenciales incluidas, hay muchos países que tienen sus propios 
hospitales. Es un tema a discutir. Además, los hospitales Maciel y Pasteur son de agudos. Hay paciente para 


agudos y hay crónicos que tampoco estarían en el mismo hospital. Realmente, no es el momento para discutir 
esto porque estoy preocupada por encontrar soluciones más inmediatas y no a largo plazo. 


Planteo la posibilidad de tener una reunión con el servicio de salud de la Dirección Nacional de Cárceles y 
ver cómo podemos subsanar algunos de los temas. Con respecto a la sarna, puede haber una buena 
orientación del programa a fin de actualizar a los médicos de vuestro servicio, pero también para ver cómo se 
puede trabajar en la interna con los reclusos. 


Finalmente, con respecto a la sala penitenciaria del Saint Bois debo decir que tiene 20 camas. Hasta el 
momento, siempre hemos podido satisfacer la demanda de la Dirección Nacional de Cárceles y nunca 
llegamos al 100% en la ocupación. Generalmente, estamos en el 60% o 70%. Ahora, estamos en un período 
pico de invierno, pero jamás nos quedamos sin camas. En un principio, estamos satisfaciendo la demanda de 
la Dirección Nacional de Cárceles, a pesar de que seguimos con el mismo problema que es el siguiente. 
Cuando se elaboró este convenio, la Dirección Nacional de Cárceles nos pide la internación de los reclusos. 
Seguimos con la dificultad de que los Jueces determinan la internación de los reclusos dentro de la sala 
penitenciaria. Esta es una sala en un hospital de agudos. Esto quiere decir que se trata de problemas que se 
tienen ahora, se resuelven y se da de alta a paciente, abandonando la sala. Sin embargo, en este momento 
tenemos tres reclusos con alta médica -Ciccune, Grajales y Battas- y no se han ido. Ahora se agrega otro más, 
internado en las últimas semanas. Me gustaría que me orientaran para saber cómo resolver esta situación. 
Estos cuatro reclusos tienen el alta médica. Inclusive, hay comunicados a los respectivos Jueces de los 
médicos de la sala penitenciaria, determinando que no se justifica su internación. El hecho es que nos están 
ocupando camas y algunos van a estar años. O sea que de las 20 camas, en realidad, hay 16 disponibles, 
porque estos cuatro permanecerían recluidos en este lugar. 


Uno de los reclusos es de Montevideo pero hay otro de Durazno, otro de Colonia y el último -Richard Sosa, 
internado por orden judicial del Juez Letrado Penal de 1ra. Instancia de Maldonado- es de Maldonado. Tengo 
el nombre de la actuaria, Ana Rosa Benítez, porque en la orden no figura el nombre del Juez. 


Creemos que esto no corresponde y, ya que hay tantos abogados y están representadas las diferentes 
instituciones, queremos saber cuáles son las vías que debemos seguir para subsanar este problema. 


SEÑORA SEHABIAGA.- Es el sentir del Grupo que este apoyo y esta institucionalización que nos 
brindó el señor Presidente a través de su cargo nos va a dar más fuerzas para seguir en este sendero. 
Hemos tenido vigencia y éxito desde el principio porque se dieron dos factores: una gran cordialidad 
entre todos los integrantes del Grupo y el primigenio planteo de trabajo. Aquí se iban a traer los 
problemas, pero quien los presentaba también tenía una solución. Entre todos, tratábamos de 
solucionar el problema. 


De los cuatro internos que citó la doctora Levaggi, de tres, hemos hablado con los respectivos Jueces 
debiendo recordar que son disposiciones judiciales y que no podemos intervenir en un acto jurisdiccional. 
Esto se ha hecho, no por la Suprema Corte de Justicia sino por la Secretaría de la Presidencia. Hemos 
hablado con los defensores de oficio de dos de ellos, porque el tercero tiene un abogado particular. De 
cualquier manera, me interesé, hablé con el Juez y sé que el abogado particular está tratando de obtener no la 
libertad anticipada porque no le correspondería -presentó un escrito- pero sí una prisión domiciliaria. En 
cuanto a los otros dos abogados sabemos que presentaron sus escritos de libertad anticipada. Ya nos habíamos 
dado cuenta de ello, lo que pasa que hubo un interregno en que el Ministerio no vino. Con respecto a este 
último interno, vamos a hacer lo mismo, aclarando que es un acto jurisdiccional del Juez disponer la 
internación en la sala penitenciaria. Nosotros podemos ver en qué calidad ese interno puede hablar con el 
defensor, si es de oficio, y pedirle que solicite una internación domiciliaria o la libertad anticipada, si 
correspondiere. 


En cuanto a la libertad anticipada, yo me adelanté un poco a los integrantes de la Comisión conociendo el 
querer de algunos integrantes de ir a la Suprema Corte de Justicia para hablar personalmente con el señor 
Presidente y con los cuatro señores Ministros restantes. Se me dijo que sí y que bastaba con que se pidiera 
audiencia a la Presidencia y a cada señor Ministro, para coordinar, cosa de que no hubiera una distorsión 
entre la agenda de quien solicitaba la audiencia y la que otorgaba el Ministro. 


En cuanto al problema de la superpoblación y siguiendo las reglas de trabajo, debo decir que es un tema que 
me preocupa mucho. Pero también me preocupa más los primarios absolutos que llegan al establecimiento de 
internación y que son distribuidos en cualquier lugar. Esto lo planteé al Director Nacional de Cárceles quien 
me dijo que ellos no tienen un lugar físico para hacer esa primera separación inicial. Quería hablar con los 
compañeros -ya que el Director Nacional de Cárceles se puso de acuerdo con el Ministerio de Salud Pública 
para comprar medicamentos- para ver qué posibilidades existen de construir un galpón o mandar a otras 
dependencias a los primarios absolutos. He estado en el CNR como defensora de oficio. En este momento, 
voy a hablar a título personal y no como representante de la Suprema Corte de Justicia. Veo que hay 
determinados lugares que tienen carencias en la comida; acá tienen carencias de comida y de lugar. Quizás es 
un atrevimiento de mi parte, pero mocionaría para que se construyera un galpón o para derivarlos a otro lugar 
y ver qué se hace con la comida. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Me parece que este ámbito es un verdadero lugar de encuentro; eso es lo más 
importante. 


Aquí se planteó dos o tres temas centrales que son necesariamente solucionables por vía de la coordinación 
específica. En este formato, creo que a quienes tienen la responsabilidad de operar en este tema directamente, 
con conocimiento y con competencia, deberíamos dejarlos que trabajen hasta la próxima sesión para 
reportarnos luego los avances. Como normalmente ustedes también están sometidos a jerarquías complejas 
porque estos temas los tienen en otro orden a veces, por las propias urgencias frente a las cosas importantes, 
sería muy fuerte el estímulo para decir: "Tengo tantos días para hablar de este tema porque el mes que viene, 
con versión taquigráfica, en una reunión formal dentro del Parlamento, debo dar una respuesta para saber 
hasta dónde avanzamos". Digo esto no con la idea de ponerles una presión, pero me parece que puede ser 
bien usado como un instrumento de sensibilización de las urgencias. 


Mientras el Director Nacional de Cárceles nos explicaba las cosas con su claridad de siempre, pensaba el 
tema de la alimentación y de la compra de alimentos. Tenemos que hablar con el INDA, ver los recursos 
afectados -sabemos que hoy se está pagando precios más altos- y saber si hay un régimen de compra de 
alimentos más baratos y a mejor precio en otros organismos del Estado. 


Aquí partimos de un principio básico. En la medida que un Juez dispone la privación de libertad de alguien y 
se comete constitucional y legalmente al Estado su reclusión, la responsabilidad es del Estado 
inexcusablemente. Por otro lado, están los funcionarios que tienen que cumplir esa tarea pero no cuentan con 
los elementos para llevarla adelante. Nuestro deber es encontrar un ámbito donde las dos responsabilidades se 
conjuguen del mejor modo posible y hasta donde podamos. 


Escuchaba a la doctora Sehabiaga con mucha atención y me pareció entender que hay algunos factores que 
hacen a la coordinación específica: algunos se relacionan con los recursos, otros con la coordinación y otros 
con los modos de encarar el tema. Ya que tenemos la suerte de contar con gente con vocación aplicada para 
esto y está este escenario para documentar los avances, la Comisión tiene un instrumento muy importante. 
Cuando ustedes lleguen a un punto de obstáculo, perfectamente -y tenemos la obligación para hacerlo-, 
podemos convocar a la Comisión al señor Ministro respectivo. Le diremos: "En este tema, los operadores han 
llegado a este punto". Le avisaremos antes para que nos ayuden a encontrar soluciones; no vamos a hacer 
ningún ataque sorpresa. Me refiero a que si no se puede avanzar más sobre un punto, se podría invitar al 
señor Ministro respectivo para que nos diga dónde está el límite, y dónde están las problemáticas que no han 
podido ser solucionadas. Me parece que ese es el rol formidable que podemos tener y este caballo de Troya 
en que se ha transformado la Comisión de Derechos Humanos para solucionar estos temas brinda esa vía 
institucional formal. De esa manera, todos estaríamos cubiertos y podríamos avanzar. 


Por otra parte, hay un tema que planteó el doctor Payssé y que me parece muy importante. En el día de ayer 
tratamos en Cámara un tema de dudosa constitucionalidad -si nos ponemos a hablar de manera jurídica-, pero 
que hay que estudiar la forma de que salga bien. Me refiero a un proyecto que tiene que ver con una pseudo 
libertad anticipada sin sentencia de condena; una libertad anticipada para no penados, viendo cómo jugamos 
con el artículo 27 de la Constitución. 


En definitiva, podría ser un elemento importantísimo para facilitar la libertad de las personas que tienen una 
acusación fiscal por delante y que han avanzado en el cumplimiento de la pena más allá de la mitad pedida 
por la acusación fiscal. Me parece de pura lógica. No sé cuantitativamente cuánto puede significar en el 


número de libertades. Pero como allí media el tema de la buena conducta y la progresividad de la que hablaba 
el Inspector Navas, que se da no solo en la condición carcelaria sino en la carrera hacia la libertad, se 
transforma en un estímulo más. Hace unos días me reuní con algunos reclusos y una de las cosas que uno 
nota -que todos ustedes conocen tanto como yo- es el desestímulo de para qué me voy a portar bien si tengo 
treinta años por delante, y todavía quizás tenga SIDA de por medio o una enfermedad. 


La Fiscalía de Corte envió el material -que fue distribuido a los parlamentarios- y planteamos el cuadro de 
progresividad del incremento de las figuras de los procesamientos con prisión de tipos de delito como el 
hurto, que se modificaron en esta manía de incremento de la sanción penal. Es un tema realmente 
preocupante que debemos abordar con mucho cuidado. No nos olvidemos que a veces la falta de cooperación 
pública para las campañas de solicitud de ayuda responden a muchos otros factores. Debemos decir con 
claridad que hay un fortísimo rechazo comunitario a tratar estos temas; son cosas que la gente no quiere 
afrontar. En esa reunión a puertas cerradas les decía a los dos reclusos -representantes de los demás-, cuando 
se hablaba de la amnistía, lo siguiente. Tuve un casamiento y en una rueda de amigos de treinta personas, 
salvo mi mujer y yo -que, obviamente, no íbamos a decir eso-, los demás me dijeron: "Dejalos que se maten 
entre ellos". La gente está en otra onda; no entiende que uno esté preocupado por estas cosas cuando, de 
pronto, ven otros temas dramáticos en la comunidad. Es nuestra responsabilidad ocuparnos de esto y lo 
hacemos con orgullo y con dedicación, como lo están haciendo ustedes; sé que algunos de ustedes lo están 
haciendo con sacrificio. Nosotros nos dedicamos entusiastamente y es nuestro deber; ustedes lo hacen con 
sacrificio y lo tenemos muy claro; no queremos confundir roles. Hay gente que detrás de esto está dejando 
mucho. 


Quisiera referirme al tema sanitario que plantearon relativo a la forunculosis. Se habló de que va a sacar de 
los establecimientos la ropa de los reclusos en bolsas y hay que tener cuidado. Una de las cosas con que he 
logrado más sensibilidad en la gente es con el factor epidemiológico. Los dos argumentos que he manejado 
para que la gente preste atención son los siguientes. Siempre digo: "Miren que los presos un día, siempre, van 
a quedar libres" y "Miren que un foco epidemiológico termina -a usted que le parece que está más allá de 
todo tema cercano- en quien le provee, le asiste y le sirve". Entonces, me pregunto qué protección habrá por 
esta gente que, habitualmente, no tiene hábitos de manejo de salud de higiene personal -lamentablemente- en 
cuanto a la ropa contaminada. Quiero saber si van a salir bolsas de ropa contaminada del establecimiento para 
ser procesada fuera. 


SEÑOR NAVAS.- Está previsto colocar toda la vestimenta de cada interno, junto con sus pertenencias, 
en una bolsa para luego introducir un polvo desinfectante; no sé exactamente qué sustancia es. Se 
cerraría la bolsa, se etiquetaría y se pasaría a la Revisoría de Visitas para que el día que sean visitados, 
una vez que los pasemos a los módulos, la visita se lleve la bolsa. La idea es que el hombre entregue 
toda esa ropa contaminada y que nosotros, más allá del tratamiento que se sigue aplicando, junto a 
unas pastillas carísimas -me refiero a la Ivermectina, que se consiguió a través de donaciones; solo se 
pudo comprar Ácarex-, se pueda realizar todo el proceso. 


De todos modos, al momento de pasar a los módulos nuevos se va a entregar dos trajes mamelucos, fuertes, 
resistentes, sin número, ni nada. No confundamos esto con un uniforme estigmatizante; son vestimentas 
como se dan en muchas cárceles del mundo, especialmente aquellas de máxima seguridad. Se trata de ropa 
nueva que el Estado da al interno para que la utilice allí, mientras superemos esta emergencia porque puede 
haber rebrotes. También se entregará un colchón y una almohada. De manera que el hombre, previo pase al 
baño y control médico total -corte de pelo, afeitada, etcétera, higiene absoluta-, pasará a un lugar casi 
aséptico porque la celda va a estar virgen, la va a inaugurar él con sus compañeros. Va a ser como dar un 
ingreso de nuevo, un alta en el establecimiento carcelario. [14:20:14] Se le va a hacer todo ese proceso. En 
esos días el médico de servicio o el enfermero explicarán a cada tanda de familiares que salga -va a llevar 
tiempo- que no podrán abrir la bolsa durante veinticuatro o cuarenta y ocho horas -no recuerdo cuánto tiempo 
debe estar cerrada- para que opere la desinfección y el exterminio total del germen patógeno que contienen 
esas prendas. Eso es lo previsto en ese punto. 


SEÑOR PAYSSÉ.- Como se advertirá, los temas son variados y generan gran preocupación. En ese 
sentido, comparto lo que se ha dicho con relación a que hay responsabilidad del Estado. Me parece 
bárbaro el aporte del programa de Omar Gutiérrez, de EMAUS y de lo que sea, pero acá hay una 


responsabilidad del Estado. Si hoy o mañana, en cualquiera de estas áreas, nosotros tenemos que 
llamar a alguien a responsabilidad, vamos a llamar al Estado uruguayo. 


Sin crear un caos en la seguridad ciudadana de nuestro país, creemos que ante las medidas legislativas que se 
adoptaron, que no compartimos, porque creemos que no se previó lo que está pasando hoy -pero es un tema 
opinable-, tenemos que tratar de revertir esa situación en la línea de lo que planteó el Fiscal de Corte en 
cuanto a realizar estudios para tratar de abrir las bocas de salida y de cerrar, en parte, las bocas de entrada. 
Como decía la doctora Sehabiaga, nosotros fuimos de los que estuvimos preocupados por las respuestas de la 
Suprema Corte de Justicia a las libertades anticipadas. Por lo tanto, vamos a solicitar al señor Presidente que 
la Secretaría pida esas entrevistas con los Ministros de la Suprema Corte de Justicia para plantear esa 
inquietud y otras vinculadas con la situación de las cárceles, que es la que se viene analizando aquí a lo largo 
de las reuniones, pero fundamentalmente en ese punto que es en el que interviene directamente la Suprema 
Corte de Justicia. 


Por otra parte, dejo planteado para que cada uno piense a la luz de su experiencia si con nuestra experiencia 
en las distintas áreas de trabajo no sería importante hablar con las distintas bancadas en el ámbito legislativo 
para sensibilizarlas sobre esta problemática y los puntos más importantes, que fueron los que hoy se 
plantearon. Y no descarto tampoco una conversación con el señor Ministro del Interior sobre estos temas. 


También me preocupa un tema que hoy no se ha tratado, que es el de las sanciones. Si bien está previsto en el 
Decreto-Ley N?* 14.470 y en el Manual de Orientación para Reclusos el tema de la graduación de las 
sanciones, creemos que hay que humanizarlas. No podemos seguir con sanciones de noventa días, con retiro 
de colchón o reclusión en un cuarto oscuro; son sanciones realmente medievales. Es un tema que rompe los 
ojos. La persona fue procesada y va a parar a un lugar de reclusión. Basta escuchar al Director Nacional de 
Cárceles para advertir la situación que están viviendo los reclusos, que es constitucional y legal, pero por 
encima de ello, se agrega una sanción retirándole el colchón. Bueno, creemos que debemos hablar de esto 
con el señor Ministro del Interior. Es un Decreto-Ley, pero habría que ver una forma legal de alterar esta 
realidad para terminar con ese tipo de sanciones de una vez por todas. Además, tenemos la experiencia del 
CNR, en el que estuvimos como institución, donde la persona que es sancionada -en ese momento, había solo 
una persona- lo único que perdía -me puede corregir el doctor Lenzi- era su capacidad de libertad para salir a 
trabajar; no solamente mantenía el colchón, sino que también la radio, el televisor, etcétera. No puede ser que 
hoy funcione un sistema humanitario desde ese punto de vista, un sistema de primer mundo -diríamos-, y 
otro, como hemos visto en alguna cárcel del interior -lo podemos ver también en el COMCAR o en el Penal 
de Libertad-, por el cual se sacan colchones y donde el recluso tiene que estar en una pieza húmeda encerrado 
noventa días con una bombita o sin luz, tal como también hemos podido ver en alguna cárcel; no sé qué se 
persigue con ello. Creo que nos tenemos que replantear esas cosas. 


Brevemente, quiero hacer una pregunta al Inspector Navas, porque me enteré que dos reclusas fueron 
llevadas de Cabildo a Libertad. Quiero saber en qué condiciones están esas reclusas, si están con personal 
femenino, cuál es su situación y dónde están dentro del Penal de Libertad. 


SEÑOR NAVAS.- En primer término, voy a recordar lo mismo que dije el primer día que llegamos a 
esta Comisión: este Comando se va a ajustar estrictamente a la ley y al Reglamento y no vamos a 
actuar fuera del marco jurídico, como corresponde que sea; no es nada nuevo. 


Eso significa, en la parte de disciplina, que hay un Reglamento que fue actualizado en el año 1999, que 
recoge prácticamente las sanciones que están en la Ley Penitenciaria. Es cierto que se puede poner a un 
recluso hasta noventa días, inclusive, en una celda aislada, no solo en una celda habitación. La opinión que 
nos merezca en cuanto a si esto es una exageración o si se puede poner menos, queda de lado. La ley está y 
nosotros nos ajustamos a ella. 


También hay prácticas carcelarias que no son fáciles de desterrar de un día para el otro. Dentro de esas 
prácticas está la famosa retirada de colchón. Hoy por hoy, los colchones no se retiran; si ocurre algún caso 
así, invito a todos a que me lo hagan saber, porque eso no está autorizado. Sí está autorizado el cumplimiento 
de la sanción en celda aislada, con las rigurosidades que establece el Reglamento, como la limitación de la 
televisión. En eso somos partidarios del Reglamento, que si bien es antiguo, está actualizado en el nuevo 
Reglamento que recoge algunas cosas. 


Entendemos que cuando un recluso comete una falta grave o gravísima, como agredir a un compañero, 
intentar violarlo, pegar a otro recluso o a un Policía, no se lo puede dejar viviendo cómodamente con 
calefacción, televisión y radio en el mismo lugar donde están sus compañeros, charlando tranquilamente; 
desde nuestro modesto punto de vista, eso no es rehabilitación, sino injusticia, porque estamos tratando por 
igual a los que tienen buena conducta que a los que tienen mala conducta. No hay nada más injusto que tratar 
por igual a quienes se comportan de forma desigual. 


Los que van a celda aislada -esto es una orden escrita, que puedo traer aquí- son estrictamente aquellos que 
cometen faltas graves o gravísimas; como advertirán en el Manual, la mayoría de ellas tiene que ver con 
graves faltas al respeto, a la autoridad, con actos prácticamente de indisciplina colectiva -por no hablar de 
motín-, con uso de la fuerza o de la agresión, con tentativas de fuga o con la promoción de hechos de 
violencia colectiva -con actitudes de "agitador", tal como lo llamamos en la jerga carcelaria-, como ha pasado 
en la Cárcel de Mujeres, y por eso esas mujeres están ahí. Son episodios sumamente peligrosos que si no se 
detienen a tiempo resultan como un foco canceroso que se va multiplicando en el resto de la población 
reclusa, afectando la normalidad de la vida carcelaria. Por lo tanto, uno tiene que extirpar el foco canceroso - 
es duro, pero es así-, alslarlo por un tiempo; por eso van al Penal de Libertad, las mujeres o los hombres. Lo 
que sucede es que, curiosamente, las que están teniendo mala conducta son las mujeres y no los hombres; los 
hombres están marchando mejor que las mujeres, aunque parezca mentira. Pese a que la Cárcel de Mujeres 
ha venido bien, en los últimos tiempos, debido a una serie de ajustes que se han hecho, determinadas mujeres 
han perdido ciertos privilegios, así como también algunas Policías femeninas, y se ha generado una situación 
compleja, que no quiero desarrollar aquí. Este es el resultado de poner orden en lugares donde no había 
orden. 


Ese pequeño grupo de mujeres altamente conflictivas está poniendo en riesgo la calma de toda la población 
reclusa. Más aún: la población reclusa no las quiere, en especial, las madres, las que tienen niños, quienes 
están asustadas y nos han pedido que las saquemos, que las mandemos a cualquier lugar, pero que no las 
dejemos allí. Las propias madres. 


Recientemente, tuve que ordenar que ingresara un grupo de choque para hacer una demostración de fuerza y 
emplear el efecto psicológico disuasivo, amenazándolas con que iba a emplear la fuerza si no cesaban en su 
acción de destrucción de vidrios, de quema de colchones, de griterío y de golpeteo, porque enloquecían a las 
demás; a otras, que son tranquilas, las ponían como histéricas, las descontrolaban y los niños lloraban. Era un 
panorama tétrico; hay que estar ahí, en ese lugar, para verlo. Uno advierte quiénes son las que dirigen; están 
claramente identificadas. Esas son las reclusas que van a cumplir una sanción de celda aislada, y no otras. Es 
la segunda vez que tengo que ordenar la celda aislada; es una orden que doy personalmente. No le permito a 
los Directores usar la celda aislada; tienen que hacerlo con mi autorización. Yo analizo la situación y digo 
cuántos días va a estar la persona allí; pueden ser diez o quince días, pero no noventa días en celda aislada. 
Por ahora, nadie ha estado más de quince días en celda aislada; se pudo haber llegado a veinte días, pero 
jamás a noventa días. En nuestra Administración, aunque tenemos la facultad legal, no hemos recurrido a 
ella. 


En segundo término, están custodiadas por personal femenino como guardia interna, como corresponde. 
Ahora: por fuera, hay personal masculino, como también lo tenemos en la Cárcel de Mujeres. No tenemos 
mujeres para la seguridad exterior. 


En tercer lugar, también hay presas del interior. Por ejemplo, Maldonado tiene dos reclusas sumamente 
violentas y conflictivas para las cuales se nos ha pedido usar la sala de disciplina, lo que hemos permitido. 
Por lo tanto, hay cuatro mujeres en este momento. 


En cuarto término, no están en el interior del Penal de Libertad, que es un establecimiento masculino, sino 
que están fuera del establecimiento. Están entre el Centro de Recuperación N” 2, que es un centro abierto -no 
es institucionalizado-, y el Penal; a mitad de camino está esa sala de disciplina, a la que hemos tenido que 
mandar mujeres por segunda vez. Lo que voy a verificar es si les sacan el colchón, porque no lo sabía. Si es 
así, puede ser reflejo de una vieja práctica que se aplicaba en los penales -yo mismo la apliqué siendo 
Director en su momento-, y que consistía en retirar el colchón de día a quien estaba en celda aislada y 
ponérselo de noche. Pero eso ya no se hace. La norma nueva, que está por orden, y que refiere al 
cumplimiento de la reclusión en celda aislada es: no televisión, no radio, no periódicos y, por supuesto, no 
visitas. Esa es la restricción. La sanción debe ser cumplida por el recluso en soledad; por eso es celda aislada. 


¿Aislada de quién? Del conjunto de la población reclusa. Cuando cumple la sanción disciplinaria, vuelve otra 
vez al seno de la población reclusa. 


También les digo que, en este caso, las propias reclusas piden que las saquemos. El problema es que no 
tenemos dónde mandarlas. ¿Dónde las vamos a mandar? De ahí que hacemos uso de esa sanción. 


Por otra parte, debo decir que ha dado bastante resultado, porque de las quince que eran sumamente violentas 
y conflictivas, quedan cuatro o cinco que todavía persisten; digamos que esa sanción en Libertad, en esa sala 
de disciplina, ha surtido efecto. 


Ustedes me dirán: "Bueno, psicológicamente no es lo adecuado"; quien tenga una propuesta que me la haga y 
la podemos llevar a la práctica. Tal vez el sistema del CNR, que implicaría dejarlas con las demás -con 
televisión, radio y todos los beneficios-, sea mejor que el que aplicamos nosotros. Yo no lo pongo en tela de 
juicio; simplemente digo que es una sanción y que como tal, por su gravedad, se cumple allá. 


SEÑOR SCAVARELLI.- Me parece que hay una diferencia enorme entre la población del CNR y la de 
los otros centros. El CNR, del que todos estamos orgullosos y con respecto al cual debemos ver cómo 
potenciarlo, ampliarlo y transformarlo para que pueda seguir adelante, conforma un escenario 
diferente; creo que los que transitamos el tema penal hace años lo tenemos claro. 


SEÑOR LENZI.- Quiero hacer una intervención muy breve para aclarar algunos puntos. 
Fundamentalmente quiero destacar la diferencia entre los centros de reclusión dependientes de la 
Dirección Nacional de Cárceles, que hacen imposible una serie de condiciones y medidas pues 
necesariamente tienen que adaptarse a la realidad de cada establecimiento. Existe una gran diferencia 
con el Centro Nacional de Rehabilitación que, quiero remarcar, es una experiencia muy acotada, con 
una población muy seleccionada -que cumple con requisitos impuestos por contrato y determinados 
por nuestra intervención técnica-, con la que pretendemos trabajar con determinadas medidas, 
muchas de ellas innovadoras y de las que estamos experimentando los resultados. Estas medidas no son 
tan distendidas pues existe un régimen disciplinario, con las modificaciones necesarias para esa 
población, que por dirigirse a ella es mucho menos grave aunque existe las faltas graves, medianas y 
leves, y eso también gradúa esa sanción que, lógicamente, está acompasando todo el entorno que 
acompaña esa reclusión. Quería destacar esto porque nosotros establecemos sanciones que respetan 
estrictamente la legislación -no violamos ninguno de los elementos de la legislación- pero, simplemente, 
su graduación hace que en algunas condiciones ellas no sean tan estrictas y permitan que el aislamiento 
sea graduado, suprimiendo algunas actividades, fundamentalmente las recreativas; a veces no se 
suspenden las educativas y laborales porque creemos que eso hace a la propia rehabilitación. Creo que 
hay buena intención por parte del doctor Payssé y del Director Nacional de Cárceles al destacar esa 
diferencia pero quería destacar estos aspectos que hacen a esa discrepancia. 


Por otra parte, quiero decir que nosotros tenemos espacio y estamos deseosos de utilizarlo para solucionar y, 
de alguna manera, descomprimir y atenuar muchas de las carencias que se han manifestado; en todo caso la 
disponibilidad de recursos nos ha limitado un poco la utilización de ese espacio. 


Además, tenemos un proyecto -al que hacía referencia la doctora Sehabiaga- con respecto a los primarios 
absolutos, que es un tema que realmente importa e interesa y al que todos deseamos dar una solución. 
Tenemos una propuesta sobre primarios que, en principio, fue aprobada por la Suprema Corte de Justicia, y 
que modifica sustancialmente el proyecto inicial, la que también depende de un problema de recursos para 
aplicarse. Pero estamos abiertos y deseosos de colaborar para atenuar y, en muchos casos, solucionar esta 
problemática que sabemos que es muy compleja y difícil, cuyo alivio seguramente pasa por una coordinación 
muy efectiva, que generalmente compartimos, que debe profundizarse en nuestro Estado, lo que tratamos de 
hacer con nuestro muy modesto aporte. 


SEÑOR DÍAZ SERRA.- Simplemente quería decir que afortunadamente en el CNR la sanción es parte 
de la propia intervención técnica en la que está inmerso el individuo; no se trata exclusivamente de una 
sanción sino que, además, es parte del proceso educativo general. Entonces, no responde 
caprichosamente a que sean algunas cosas las que se quitan y otras no porque continuamente, durante 
el proceso de sanción, se mantiene la atención técnica, aun en el aislamiento. Es decir que la sanción es 


parte de la intervención y es pensada específica y personalmente para esa persona por un equipo 
técnico que está continuamente a su lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Queda claro que se trata de otro escenario y de otras circunstancias. 
SEÑOR ÁLVAREZ.- Quería plantear un pequeño tema, a fin de honrar un compromiso asumido. 


Hace veinte días la doctora Sehabiaga y la señora Gil me manifestaron que habían identificado que un interno 
de Libertad, el señor Atahualpa Gallarza, aparentemente quería dedicarse a los menesteres de la pintura pues 
pensaba que por allí podría tener un cable a tierra y canalizar una serie de situaciones. En virtud de eso quería 
entregar a estas dos damas los cuatro bastidores que estaba requiriendo esa persona. 


A la vez me pareció oportuno -como lo manifesté al señor Diputado Bellomo-, además de enviarle estos 
útiles, mandarle una nota, para que no fuera tan frío el hecho de la entrega. Por tanto hice una nota y el 
Diputado Chifflet cree que hay que leerla, por lo que si se me permite voy a hacerlo. 


(Se lee:) 


SEÑOR BELLOMO.- Reconozco la fina sensibilidad y lo compartible y agradable que resulta lo 
expresado en esa carta, que ojalá sirva y contribuya. Además, es importante señalar que se obtienen 
respuestas concretas. 


Quisiera proponer que nos convocáramos para sesionar el jueves 7 de agosto, pero simplemente se trata de 
una propuesta que el Presidente verá si resulta conveniente o no. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Pediría que para la segunda citación se nos diera un margen de tiempo pues 
hoy no estamos en condiciones de fijar un día. 


SEÑOR CHIFFLET.- En primer lugar quiero señalar la importancia que tiene, a juicio de todos 
nosotros -aunque estoy dando una opinión personal- el tratar a los internos como personas, y 
contestarles con cariño, altura y respeto. Me parece que eso es fundamental. 


Por eso mismo quiero decir -y hago otra propuesta concreta para ver si logramos otra resolución, o por lo 
menos el compromiso- que un par de meses atrás tuvimos una charla con algunos internos, a pedido de uno 
de los Directores de COMCAR. De esa charla pudimos deducir que su preocupación fundamental eran los 
temas jurídicos, es decir cuándo les corresponden las salidas transitorias y los temas que cualquier abogado 
puede contestar perfectamente, luego de hacer una breve exposición sobre los derechos, etcétera. De cierta 
manera nos comprometimos a hablar con algunos legisladores o abogados para hacer una charla, para quince 
o veinte internos -en este caso eran del módulo 3- sobre esos temas. Quería dejar planteada esa posibilidad 
para que, oportunamente, en otra reunión, la fijemos y podamos concertarla con el señor Director Nacional 
de Cárceles o con el Director del establecimiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Capaz que nuestros colegas del Colegio nos dan una mano. 


SEÑOR NAVAS.- El planteamiento del señor Diputado Chifflet refleja una de las mayores 
preocupaciones de los internos. Hay un gran desconocimiento del proceso penal, etcétera, pero también 
del estado en que está la causa. Inclusive, una gran cantidad de ayunos se hacen "por la causa" como 
dicen ellos, o sea, porque no tienen ni idea del estado en que está su causa. A esos efectos, en primer 
lugar, se ha suscrito un convenio entre el Ministerio del Interior y la Fiscalía por el cual esta hace una 
procuración cada cuatro meses a aquellos que están presos por delitos inexcarcelables. 


En segundo término, la Suprema Corte de Justicia propuso efectuar una procuración a pedido del cuerpo de 
defensores de oficio. 


En tercer término, la Dirección Nacional de Cárceles con el Decano de la Facultad de Derecho hemos 
convenido en un proyecto de convenio -que aun no firmamos porque lo queremos poner en práctica antes- 


para enviar a los establecimientos a los estudiantes que sigan la rama penal, en coordinación y guiados por 
los técnicos de INACRI para efectuar prácticas carcelarias, conocer el ambiente carcelario, tomar contacto 
con el preso, escucharlo y también, si es posible, hacer la procuración. El mayor interés de la Dirección 
Nacional de Cárceles era que los estudiantes de Derecho hicieran la procuración a los reclusos como práctica 
de su estudio universitario. En tal sentido, hay buena disposición y se está avanzando en eso, junto con 
INACRL 


SEÑORA O'NEILL.- En cuanto a los aspectos jurídicos quería hacer una acotación en el sentido de 
que en todos los establecimientos carcelarios hay procuradores de INACRI. Recibimos muchos pedidos 
de los reclusos a través de cartas, en el caso del COMCAR y del penal de Libertad y el procurador los 
entrevista y les hace la procuración. A pesar de esto, los procuradores son escasos con relación al alto 
número de reclusos cada vez creciente. Entonces, ese tipo de convenios me parece muy útil para apoyar 
y solucionar estos problemas. 


En cuanto a la duda que planteaba el Inspector Navas, quiero decir que el ánimo de INACRI es de amplia 
colaboración. La clasificación por etapas más bien se plantea como una cuestión de incoherencia en cuanto a 
aplicar criterios que son técnicos y que pueden ser teóricos a una situación real de los establecimientos. 
Podemos analizar qué posibilidades de aplicación tiene eso en Cárcel de Mujeres para la redistribución de las 
reclusas, estableciendo un posible régimen de vida diferenciado en las distintas salas del establecimiento. 
Habría que ver si eso es posible porque en la actualidad resulta totalmente inviable dado que todas las 
reclusas están mezcladas. 


En cuanto al penal de Libertad se nos plantea que INACRI nunca evaluó la etapa de máxima seguridad 
porque eso estaba a cargo del área custodial. Cuando se produce alguna inconducta -fugas, problemas de 
violencia- es el área custodial la que se entera primero y los ubica en áreas de castigo que corresponden a la 
máxima seguridad. INACRI siempre se dedicó a evaluar a las etapas de media abierta, media cerrada y 
mínima seguridad. Entonces, en el penal de Libertad con la ocupación de los módulos, se plantea un serio 
problema y es que no estamos en condiciones de evaluar máxima seguridad con el conocimiento que implica 
el estar conviviendo con el recluso y saber de las simpatías o antipatías, o sea que puede llegar a provocarse 
grandes conflictos entre los reclusos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les voy a hacer la propuesta del estribo. Quizás sea obvio lo que voy a decir, 
pero no estaría de más. 


Quizás podríamos dedicar quince o veinte minutos de la sesión para que cada uno -y uno por vez- haga una 
presentación del organismo o de la entidad que representa. De pronto damos por entendido lo que hace 
INACRÍL, pero capaz que no todos conocemos los detalles; eso por poner un ejemplo cualquiera. 


Entonces, si les parece en la próxima sesión, INACRI podría hacer una exposición de quince o veinte 
minutos en la que presente su funcionamiento, sus objetivos, cantidad de funcionarios, recursos, metodología 
de trabajo, etcétera. Digo esto porque a veces proponemos cosas para que otros puedan hacer, pero no 
tenemos muy claro qué es lo que realizan. 


Se levanta la reunión. 


(Es la hora 12 y 51) 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


